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OBJETIVO. 

ANALIZAR LA IMPORTANCIA DEL JUICIO DE AMPARO DENTRO DEL MARCO 

JURIDICO DE LA ORDEN DE APREHENSION, FIGURA DENTRO DE LA CUAL 

DIARIAMENTE SE VIOLAN LAS GARANTIAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD CONSA­

GRADAS EN NUESTRA CARTA MAGNA CON EL PROPOSITO DE ESTABLECER 

MECANISMOS LEGALES PARA QUE NO SE SIGAN PROCEDIENDO A DICHAS 

VIOLACIONES. 
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INTRODUCCION. 

El juicio de amparo es la caracterlsllca más elocuente del sistema jurldlco 

mexicano, por lo que en el presente trabajo de tesis se tratará de dar una solución al 

grave problema que existe en relación a los Juicios de Garantlas promovidos a diario en 

contra de lo orden de aprehensión administrativa. 

SI bien el Juicio de amparo protege y tutela a los derechos Individuales consig­

nados en la Carta Magna, es de tomarse en cuenta que no todo to cura, pero sin 

embargo es un medio eficaz que defiende la legalidad, constitucional en la legislación 

secundarla que tiene por objeto proteger un procedimiento judicial, asl como las 

garantlas que otorga el máximo ordenamiento en nuestro pals y que busca mantener el 

equlllbrlo jurldlco entre los diversos podaras que gobiernan a una nación como la 

nuestra. 

Por otra parte el Juicio de Amparo no es un recurso, sino un medio de defensa 

que llenen los particulares en contra de los actos de autoridad que como las ad­

ministrativas tratan de llevar a cabo funciones que no les están encomendadas, si bien 

es cierto la orden de aprehensión ea un acto propio de la autoridad judicial y el 

legalmente autorizado por la Ley es un Juez, no Uene por que dársele tonos administra­

tivos, cuando la trata de ordenar o ejecutar una autoridad con estas caracterlsllcas, dado 

que en este caso solo serla una orden de administración Oldenada por el Agente del 

Ministerio Público, autoridad que es confundida cotidianamente y las consecuencias que 

trae consigo esta conlualón tienen mucho que ver con los actos que realizan tos agentes 

de la Pollcla Judicial, Institución cien por ciento prepotente, lo que ocasiona que todos 

los dlas se violen garantlas Individuales, pues como se han dicho nunca se observa tel 

ooal lo estipulado por el Artlwlo 16 Constttuclonal, y que trae como consecuencia que 

los particulares al verse afectados en su ealera jurldlca, se vean obligados de hacer uso 

del único medio legal que para ellos existe y de los que están llenos los Juzgados de 

Dlslrllo, pues lo que predomina son los Juicios de Gararrtlas promovidas contra actos de 

autoridades administrativas, mismos que son considerados corno orden da •prah-lón 
•dmlnl•tratlv•, y no propiamente contra actos de autoridades Judiciales, ahora bien, por 



qué no Instruir a las ejecutoras de este tipo de actos, para que no caigamos en el acto 

de violación de la garantla més preciada y tutelada por nuestra Carta Magna, siendo esta 

la LIBERTAD, preceptuada en el numeral antes citado, ya que en el momento de llevar 

a cabo una orden de aprehensión sea cual fuere su ortgen, se realiza una prtvaclón de 

libertad, siendo que esta es una facultad que debe reconocerse al hombre por su 

caracterlstica de ser racional y la que se determina sin más limitaciones que las 

señaladas por el derecho. 

Dado que por naturaleza el hombre nace libre, y por lo tanto tiene derecho a vivir 

libre, pues no es un regalo de nadie, solo es una consecuencia lógica del estado jurldlco 

social en el que le toco vivir. 



CAPITULO l. 

AVERIGUACION PREVIA. 



Esta fase del procedimiento se puede conceptuar en la preparación del ejercicio 

que da origen a Ja acción penal, en donde el Ministerio Público pracllcanl las dlllgenclas 

necesarias para estar en aptitud de ejercitar completamente Ja acción penal. 

Asl tenemos una función persecutoria que realiza el Ministerio Público, como 

representante social y quien como su nombre lo dice, persigue Jos delitos, busca y reúne 

Jos elementos necesarios para que Jos autores de las conductas antljurldlcas no evadan 

Ja acción de la justicia y se les pueda aplicar las sanciones establecidas por Ja Ley. 

Por otra parte esta actividad lnveatlgadora reviste gran Importancia pues se deja 

a lnlclallva del órgano JnvesUgador el comienzo de la Investigación quien oficiosamente 

lleva a cabo la búsqueda ~e elementos y pruebas que hagan veroslmli la comisión del 

delito, una vez practicadas las dlllgenclas necesarias este órgano estará en aptitud de 

consignar la averiguación a un juez o bien mandar el expediente al archivo, es de esto 

que se deriva la denuncia y querella de las que enseguida se tocará el tema. 

1.1. DENUNCIA Y QUERELLA. 

Dentro de nuestro slstemajurldlco existen dos formas legalmente reconocidas por 

dar origen a lo que conocemos como fase de averiguación previa, formas que a 

continuación se detallan. 

Son requisitos legales para Iniciar un procedimiento penal: 

1.· Presentar una denuncia. 

2.- Presentar una querella. 
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Esto obliga al órgano oficial a Iniciar una Investigación sobre un hecho delictuoso 

y por lo tanto perseguir a sus autores, pero esto no quiere decir que queda el arbllrfo del 

Mlnlster1o Público Iniciar una aver1guacfón sino que dicho funcionario esta sujeto a 

cumplir con los requisitos que la propia ley estableoe para perseguir un dellto. 

LA DENUNCIA. 

Tuvo sus orígenes en el tiempo de loa emperadores en Roma cuando alguien se 

sentla lesionado por la comisión de un lllclto se presentaba ante las autor1dades y 
mediante un asalto seaeto lo hacía del conocimiento de estas, lo que daba lugar a que 

se desconociera quien era el denunciante. 

En la presentación de la denuncia el representante social queda obligado a 

proceder de oficio por disposición de la propia ley. 

La denuncia es como un medio Informativo cuando el órgano oficial en su calidad 

de persecutor de dellto tiene noticia de la comisión de un lllclto, que puede ser un 

tercero o una persona cualquiera sin que esta sea la directamente afectada. 

Es requisito de procedlbllldad cuando es directamente el ofendido por un lllclto el 

que la presente ante el representante oficial el que tendrá la obligación de préctlcar las 

dlllgencfas que sean neoesar1as con el objeto de tipificar la conducta y asegurar a su 

posible autor para estar en posibilidades de ejercer la acción penal. 

Para Manuel Rivera Sllva1' '· la denuncia es la relacfón de actos que se 
suponen deliduosos, hecha ante la autor1dad Investigadora con el fin de que esta tenga 

conocimiento de ellos de lo que se deduoe que debenl reunir los siguientes requisitos: 
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1.· Actos que se estimen dellctuosos, 

2.· Ante órgano lnvestlgador, y 

3.- Por cualquier persona. 

Respecto al primero tenemos que consiste en que el denunciante exponga Jos 

hechos Infringidos por una norma de Derecho Penal Sustantlvo. 

En cuanto a la segunda es necesario que esta se presente ante el Ministerio 

Público, salvo en casos urgentes será presentada ante su auxiliar, siendo la pollcla 

judicial, quien de Inmediato se lo comunicará al agente del Ministerio Público. 

Por últlmo la tercera puede ser presentada por cualquier persona siendo un 

particular o una autoridad, no requiriéndose poder legal para ello. 

En cambio Alberto González Blanco, considera que la denuncia es: 

El medio leg .. por el cu .. pone en conocimiento del órg•no I• nolfcl• 

de heberH cometido o prel•nd• cometerH. hecho que le ley pe1111I 
caalfge como dellto, elempre que aemn equelloa que por dlapoalclón 
H peralguen de oficio< 11• 

El Doctor Sergio Garcla R11111lrez, ta deflne corno: 

Una perlfclpeclón de conocimiento hech• por •ulorld•d competente 
aobre I• co~lelón de un dellto peraegulble de oficio".< 11 

1.~ Oondloz lllonoo,-.1!/--Ng. 35. 

1.~ 011cl1R1111f1N,Slrglo.---P'8.341. 
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Y el Maestro Javier Piña y Palacios, establece: 

Ee el ecto medl•nte el cu•I H pone en conocimiento del Mlnleterlo 

Público en au calidad de Pollcl• Judicial, la comlal6n de un hecho o 

v•rloa, que conalltuyan o pueden conatitulr un •clo o com1•16n que 

la ley e•nclone".' 41 

De lo que se deduce que la denuncia pera que tenga tal relevancia deberá ser 

presentada ante el Ministerio Público, salvo en casos urgentes podrá ser presentada ante 

la Pollcla Judicial quien de Inmediato lo hará del conocimiento de su superior. 

La denuncia es una obllgacl6n de tos particulares y no facultad potestattva como 

se asevera toda vez que Bl asl fuera, se darla lugar a que los delttos que se persiguen 

de oficio muchas veces quedarlan Impunes perdiéndose por lo tanto el carácter público 

de que fue dotado el Derecho Procesal Penal. 

De hecho en nuestro pals eXlste confusión al respecto de si es un acto o un 

hecho, lo que es lo mismo una facuttad o una obligación por parte de los parttcutares, 

pues en determinados casos el no denunciar también constttuye un deltto encuadrándose 

este en el encubrimiento denominado asl por nuestro Código Penal Vigente en su 

articulo 400, lo que es erróneo pues si bien es cierto pera que exista lo anterior el 

ccpartlclpe debe tener conocimiento de lo que se va a hacer y presenta entonces su 

consentimiento. 

Concluyendo entonces que la denuncia es un hecho jurldlco Impuesto por el 

Estado a través de una norma jurldlca para que su omisión sea casttgada al demandar 

un deltto persegulble de oficio y ademés por Mii' de Interés general. 
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Asf mismo la presentación de la denuncia obliga al órgano oficial a avocarse 
Inmediatamente a fa lnvesUgaclón de los delitos por disposición de fa Ley cuando sea de 

oficio y de sus autores, slempre y cuando no se requiera de algún requisito de 

procedlbllklad que Impida se Inicie un procedimiento. 

LA QUEflELLA. 

Esta a dfferencla de fa anteriormente tratada solo puede ser presentada por la 
persona ofendida o afectada por fa comisión del dellto y procede únicamente para ciertos 

tipos de delltos de los que se consideran afectan únicamente fa esfera del ofendido en 
particular y no a una colectlvklad en general. 

El ofendido manifiesta de manera lndubltable fa voluntad que tiene para que se 
persiga el autor del llfcfto, para que el Ministerio Público se avoque a fa Investigación de 
la conducta anlljurldlca, desprendiéndose entonces, que queda el albltrlo de l(!s 

partlrulares el que se persiga y se castigue en todo caso al autor del hecho dellctuoso, 
renunciando el Estado a sus derechos públicos como Vfgflante del orden social, por lo 

tanto renuncia al hedlo de castigar, pues el particular quien en un momento determinado 

decidirá si se ejercita la aOcfón penal o no, toda vez que esta puede ser paralizada por 
el ofendido al momento de otorgar el perdón. 

La querella opera en aquellos delltos que se consideran como Infracciones leves, 
donde la persecucfón y la represión se deja al arbitrio de los partlc:Ufares, pues muchas 
de las veces puede ser mas perjudicial para 9f ofendido, 9f que el acto se haga público, 

a que se casllgue al responsable. Por lo que algunos penalistas creen que es mejor y 

mas conveniente dejar al arbltl1o de los propios particulares en su canlcter de ofendidos 

el proceder o no con1ra 9f Inculpado, Pero tambldn por el contrario encontramos 
tratadistas que Qplnan que se castigue al ofensor y que el ofendklo no pueda o no quiera 
otorgar el perdón, como por ejemplo Beocarfa dice: 
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... que el derecho de cullger no • de uno 110lo, elno d• todoe loe 
clud•danoe o del gobernado. El no puede ranunclar m• que a aupo. 
alción de derecho pero no anular la de loe clemú. e 1 1 

Esta la pueden presentar en nuestro sistema el ofendido, el representanle legitimo 

y el apoderado con poder general para pleitos y cobranzas con dáusula especial. El 

primero puede ser cualquier persona, en ruanto al segundo puede ser padre, madre o 

quien ejerza la patria potestad, según lo eSlablece el arllrulo 414 de nuestro Código Civil; 

por lo que respecta al tercero solo podrá hacerlo mediante poder. 

La querella solo puede ser presentada por las personas antes mencionadas 

renundando con ello parcialmente el Estado, como se dijo con antelación al derecho 

público de castigar, por considerar que en determinados delitos no se lesionan los 

Intereses de la sodedad, los ruales tienen el deber de cuidar, por lo que en la querella 

el ofendido se le lesiona en su esfera, y se extinguirá la acción penal por la muerte del 

ofensor, por preaa1pclón y por el perdón que se otorgue de 00- le y sin presión 

alguna. 

Algunos ttatadlstas la conceptúan de la siguiente manera: 

Para González Blanco la querella ea: El derecho que ae 1• conceda a la vfctl11111 

de un dallto, que por dl•poalcl6n de le ley ee perelge e lnetencla de parte, 

pare poner - hecho en conocimiento del 6rgano competente •xpr-ndo 
eu voluntad d• que ee procecl8 en contra del clellncuente.C • 1 

.... -.c...o.1oe_, .... _Ng.l78. 

.... Oon.---Opuo ca. ...... . 
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El Maestro Manuel Rivera Silva, expresa: Ea 1• relmclón de hec:hom expu•lm por 

el ofWldldo .mre el 6r11•no lnv•tlglldor con •I deHo mmnffinto de que H 

peralp el autor del delito."' 

P11r11 el Jurista Guillermo Colín Sánchez a esta ftgooi la deftna como: Un derecho 

potntmtlvo que ti- el ofendido por el dellto ptir• hllcerlo del conocimiento 

de la .utorld•dn 'I d•r au anuencia ptir• que ae• peraeguldo.101 

Ahora bien la naturaleza jurldlca da la querella algunos tratadistas la relacionan 

con el Derecho SustanUvo y otros con el Derecho Procesal, al primero por qua se 

considera qua as un elemento del delito, pues si no se presentara no exlstirla al delito. 

Lo qua resultaría Incorrecto pues la existencia del delito no puede quedar al 

arbitrio del pasivo, lo qua pasa as qua aJando al ofendido presenta su querella, pannlte 

qua se persiga al autor da un delito qua por disposición legal se persigue a Instancia da 

parle. 

Por lo qua-respecta a los tratadistas procesales estos aftnnan que la querella es 

una condición de procedlbllklad por qua sin esta no se Inicia un procedimiento y mucho 

menos el Ministerio Público Podr6 ejercer ese acción penal da la qua ya se ha hablado, 

por lo qua pierde entonces el carácter público. 

En conclusión la querella limita al Ministerio Público, pues no puede avocarse a 

la peraeaiclón da los delitos, toda vez qua es neceserlo que el parUcular ofendido de 

forma fehaciente manifieste su voluntad expresa anta dicho órgano Jurtsdlcclonal, de lo 

que se desprende que la querella es un derecho subjetivo proveniente da la nonna 

jurlclca qua el Estado concede a los parUculanls para qua a su arbitrio y potestad 

7~ Opuo Cit. f'llu. 1211 • 

.. , Opuo. ca. f'llu, 241. 
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dispongan de él por lo que es derecho subfatlVo personallslmo de los particulares 

ofendidos por la comisión de un deltto, derecho que no podré ser transmitido por acto 

lntervlvo o por herencia y es por la otra procesal por que si la querella no es presentada 

por el ofendido no se pueden Iniciar, los actos relativos al procedimiento. 

La querella obliga al Ministerio Público a que se avoque a una Investigación y a 

la persecución de los Infractores de la no011e. 
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1.2 DILIGENCIAS. 

Estas están comprendidas dentro del periodo de la averiguación previa, pues 

vienen a ser todas fas actuaciones o diligencias que comprende necesarias el Ministerio 

Público, para hacer poslble el ejercicio de la acción penal. Como consecuencia se confía 

ar Ministerio Público recibir todas las denuncias o querellas, pracllcar averiguaciones y 
buscar las pruebas necesarias para acreditar la existencia de los delttos y la respon· 

sabllldad de los participantes, así como ejercitar en su caso la acción penal. 

Por lo tanto el Ministerio Público Uene bajo su autoridad tanto a fa policía judlclal 

como a los funcionarios y empleados que tengan el carácter de auxiliares, mismos que 

van a lntetVenlr, de un modo u otro en fa etapa de averiguación previa. 

La averiguación previa puede terminar en el archivo o con sobreseimiento 

admlnlstraUvo , en fa reserva o en la consignación, actuando en este caso el agente del 

Ministerio Público como autoridad y no como pene, estos casos pueden ser combatidos 

por medio del amparo, salvo las determlnaCIOnes de archivo, por que no afectan los 

Intereses Jurldlcos del quejoso. 

Por otra parte en la rase de lnatrucl:l6n, el artlailo 4o.,del Códlgo Federal de 

Procedimientos Penales, permHe al Ministerio Público recabar las pruebas y aildar que 

los tribunales apliquen estrlCIBmente fas leyes así como que se aimplan las resoluciones; 

aquf el Mfnlstet1o Plíbflco oontlnúa con el ejercicio de la acción, puede desistirse de ella 

o bien en el 6mblto federal pedir fa llbenad por desvanecimiento de datos, la que muy 

rara vez se da en aste medio, al no es que nunca. Así el Ministerio Público actúa como 

parte procesal. 
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Durante el proceso el Ministerio Público llene las mismas facultades que en la la.Se 

anterior, puede lacllltar el desahogo de pruebas y una vez fallada la causa la representa· 

clón social llene plena facultad de promover los recursos que aea convenientes o 

deslstfrse de ellos preVfo acuerdo con el Procurador General de la República. 

Por llltlmo debe cuidar el debido cumplimiento de las sentencias juellclales, Uene 

facultad para aslsttr a las Visitas de cárceles, lnt8Mene asl en Incidentes ejecutivos como 

es el caso de la libertad preparatoria y la rehabilitación. 

El Ministerio Público debe práctJcar todas las diligencias relativas a que las 

sentencias sean eslrfelamenle cumplidas, gesUonando ante la autoridad correspondiente 

lo que prooada y exJglendo arite los tribunales la suspensión o represión de los abusos 

de los subalternos cuando estos cometan este Upo de actos y se aparten de lo preVfsto 

en la sentencia como lo esUpulan los artlculos 1o., fracción IV 50., 529 párrafo 11 530, 

531 Y 532, todos del Código Federal de Procedimientos Penales. 

Aqul cabe mencionar lo que el jurista Arflla Baz, señala que es: 

... preparacl6n da 1• Kdón " un periodo pr-1, tod• vez que .., 
dnarrollo corr• • cergo del órgano tutallll' da 1• ecc:l6n aln qua nta 
provoque 1• llCllvlded Jurl9dlcclonel ... 1" 
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t.3. AUXIUARES DEL MINISTERIO PUBUCO. 

El Mlnlstiiiio Público para llevar a cabo la Investigación de los delttos necestta de 

la colaboración de diversos órganos como la Pollcla Judlclal o bien la Policía PrevenlJva, 

estos van a levar a cabo lo que se llama la acción persecutoria. 

La aecl6n persecutoria, consiste en perseguir los delHos o lo que es Igual, buscar 

y reunir los elementos necesarios y hacer las geslJones pertinentes para procurar que 

los autores de estos sean mencionados conforme a lo que la propia ley establece. Esta 

función persecutoria es prlvalJva del Ministerio Público. La que se manlflesta en la 

garantía del artlculo 21 Constttuclonal relallva a la persecución de los delllos, es una 

garantía de qUlen puede convertirse en acusado, paro de ninguna manera en ofendido; 

en virtud de que el propio articulo señala solamente al Ministerio Público como el que 

puede acusar, paro no siempre debe existir denuncia o querella o que por cualquier otro 

medio tenga conocimiento de la comisión de un delllo deba acusar, pues de ser esto 

úllfmo resullarla una aubatttuclón, la que no puede exlalJr en virtud del mandato contenido 

en al artlculo 16 de nuestra Carta Magna, cuya última consecuencia desde el punto de 

vista jurídico ea Impedir que el partlcular sea quien ejercite la acción penal. 

Asl se entiende lo expresado por el legislador de 1917, al plasmar en el artículo 

21 Conlllfluclonal que reza: 

"Art. 21.- La persecución da loa clalltoa Incumba únlcamMI• al Mlnlatarlo 

Público y a I• pollcla Judlclal, la cual "tª" bajo I• autoridad y 
mando Inmediato d9 equal".1'º1 

,.- . 
Otros artlculos del mismo ordenamlenlo eatableoan: 
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"Art. 102.- ... L• perucuclón •nle loa trlbunalee de todos loa delitos del 

orden federal". < " > 

"Art. 104.- ... de 1oc1 .. lu controveral .. del orden civil o crlmln•I que ee 

euaclten sobre el cumplimiento y •pllcaclón de I•• leyee 

feder•les o de loe lr•l•do• lnterneclon•lee celebredoa por el 

Eatedo Mexicano".< 121 

Cuando el hecho dellctuoso encuadre dentro de una de las hipótesis señaladas 

por el articulo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, entonces será materia 

federal y la tercera función del Ministerio Público Federal a comentar será la persecución 

de los delttos señalados. 

Es Importante señalar que para la verificación de la función persecutoria 

comprende la convergencia de dos más; una función Investigadora y una función 

acusatoria, las que se van a desarrollar durante el procedimiento penal y que necesaria­

mente las llevará a cabo el Ministerio Público Federal, situaciones que con antelación 

han quedado establecidas en el punto que antecede. 

Para que el Ministerio Público Federal pueda llevar a cabo su función Investigado­

ra durante la fase de averiguación previa, requiere del auxilio de otros órganos, en éstas 

condiciones el articulo 14 de la Ley Orgánica de la Procuradurla General de la República 

señala como auxiliares del Representante Social a: 

Auxiliares directos del Ministerio Público Federal 

1.- L• Pollcl• Judlcl•I Feder•I 

11.- Op.Ctt. 

ta.- Op.Ctt. 
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11.· Los aervlcioa pericial•• de la Procuradurla General de la República. 

Asi mismo señala a: 

•) Agentea ele Miniaterlo Público del fuero común y do IH pollclas 
ludlcialea y prevenuv .. en el Diatrito Federal y en loe "lado• de ia 
República, previo acuerdo, cuando aa trate de éelOll anlre les 
autorldlldea federalH y locel• en lo• 16rmlnoe del articulo lo., 
fracción 11 de la preeente ley. 

b) Loa c6nauloe y vlcecónaulH mexicanos en el extranjero 

e) Loe capltenH, petronn y encargados de nave• y aeronave• 
nacional ea 

d) Loe fUnclomrioa de otr .. dependencia del Ejecutivo Federal en loa 
ca- a que•• refiere el articulo 25 de nle ordenmnlento. 

Uno de los principales auxlllares del Ministerio público Federe! son los agentes del 

Ministerio Público del fuero común, toda vez que la mayoría de los lndMduos, al 
denunciar un delito lo hacen en la agencia Investigadora del Ministerio Público más 
próxima a su domlclllo quien al pracllcar las primeras dlllgencias se da cuenta si el hecho 
que ha sido denunelado es o no competencia del fuero común. 

Por lo qua mspecla al Inciso b) son delitos señalados por los artfculos 2o., y 4o., 

del Código Penal, mismos que se consideran da estudio especial y al mismo tiempo no 

corresponden a este tema sin embargo, en cuanto al Inciso e) estos son los que se dan 
a bordo de un buque extranjero pero denlro da las eguas terrttoriales o puertos de la 
República Mexicana, si se turbara la tranquilidad pública o si el delincuente o al ofendido 
no fuesen de la lrtpulackln, asl como los cometidos a bordo de aeronaves extranjeras 
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que se encuentren dentro del terrllorlo de la República, son competentes en éstos las 

autoridades judlc:lales ledemles por conslgUlente el Ministerio Público Federal, tendrá en 

los capitanes, patrones de embarcaciones y pilotos de aeronaves a sus auxiliares. 

Los auxlllares a que se refiere el lnc:lso d) del numeral cttado, al Iniciar la 

aver1guac:lón deben dar aviso en el término de 24 horas siguientes al conocimiento del 

caso o bien autorice a los mencionados con antelac:lón pera que sigan pracllcándolas 

válidamente. 

El Ministerio Público en el desarrollo de su lunc:lón como ha quedado establec:ldo 

llene bajo su mando tanto a la Pollcla Judlc:lal Federal como a los func:lonarlos y 

empleados que con el carácter de auxiliares Intervienen en la etapa de la averiguación 

previa, aqul encontramos a la corporación de gran lmportanc:la como lo es la Pollcla 

Judk:lal. 
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1.3.1. LA POUCIA JUDICIAL. 

la palabra policía, etlmológlcamente derivada del griego "poli•", que significa 

ciudad, o bien, el buen orden que guarda una ciudad manifestando el jurista Javier Piña 

y Palacios que: 

" Gu1rd•r el buen orden de 11 eludid, culd•r del• lr•nqullld•d de •u• 

h•bll1ntee, ee función pollcl1c•, pero cu•ndo u •greg• •e•• función 

I• de peraegulr el delllo, e• decir, comprobllrlo y comprobllr tambl6n 

11 reeponubllld1d y p1rtlclp1clón de quien lo comatló y de 11 vfctlm1, 

ee ate m1tlz que 1• 1proxfm11 lu funcione• de juez".1" 1 

En este orden de Ideas se dlsUnguen dos Upos de policías: 

1.· L1 pollcf1 preventlv1 

2.· L1 pollcf1 Judlcl1I 

la función de la primera es castigar las Infracciones de los reglamentos de policla 

y buen gobierno, ellando encomendada esta función a diversas corporaciones policíacas 

creadas para cuidar el orden de nuestra sociedad. 

Mientras que dentro de lo que nos Interesa la policía judicial fue creada como 

auxiliar directo del Ministerio Público como órgano perseartor de dellto, funciones que 

desempeña dentro de las agencias lnvesUgadcras. 

Los agentes del Ministerio Público solicitan directamente a la policía judicial que 

se encuentren comisionados en la misma agencia Investigadora su Intervención; 

1:1..· Revista-.,,. da l'.lonld1o Ponal. Procuad,.la Ooneral da Jualc:la del llll'1lo Federal.-· 
fu __ do la Orpnlaiol6ndolo Pololo111-loo.J-Plftay P-. Julo-s.pllemb'o1974. 
Pllg.137. 
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expresándoles con precisión cual debe ser el obJeto de la Intervención de la pollcla 

Judicial, si es una Investigación en términos generales, la forma en que acontecieron los 

hechos, haciéndoles saber el obJeto o un Instrumento, un lugar o la presentación de 

alguna persona. 

Lo anterior denota que el Ministerio Público y la pollcla Judicial comprobaran los 

elementos que pueden ser constltuUvos de un delno y la probable responsabilidad de 

quien o quienes lo comeUeron, asl como todas las actuaciones que serán, necesarias 

para el desarrollo y esclarecimiento de los mismos. 

Concluyendo que la pollcfa judicial esta subcrdlnada a todo orden que emane del 

Ministerio Público, convlrUóndose por ende, en su principal unidad de apoyo, ello en 
cumplimiento da las funciones atribuidas por la ConsUtuclón, los Códigos da procedimien­

tos Penales y sus reglamentos, debiendo en su consecuencia Investigar los delitos, 

Identificar y aprehender preventivamente a los presuntos culpables, asegurar las pruebas 

necesarias para la aplicación da la lay. 

Por lo tanto la actividad Investigadora da la Pollcla Judicial y del Ministerio Público 

estará a su vez auxiliada por la Dlreoclón General de Servicios Parlclalas, qua son las 

actividades desarrolladas por especialistas en determinadas artes, ciencias o técnica~, 
las cuales previo examen de una persona, un hacho, un mecanismo, una cosa o un 

cadáver Jos perttos emiten un dictamen en puntos concretos y con fundados razonamien­

tos técnicos ya qua se anouantran fundamentados en los arilculos g5, 121 y 182 del 

Código de Procedimientos Penales para al Distrito Federal. 

Por lo que es necesario la Intervención de los servicios palk:lales, durante el 

desarrollo de la averiguación previa ya que se presentan dJversas sttuaclones en las que 
se requiere el conocimiento especializado para la correcta apreciación da los hechos. 
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1.4. EL CUERPO DEL DELITO Y LA PRESUNTA RESPONSABILIDAD. 

El cuerpo del dellto es un punto básico en la averiguación previa, dentro de ésta, 

el Ministerio Público destina gran parte de su actividad de lnvestJgaclón para acreditar 

el presupuesto principal que jusUHca una Indagación delictiva. 

Oíaz de León < "1, señala a groso modo que existen confusiones sobre lo que 

debía entenderse por cuerpo del dellto ejemplo: se pensó que equivalía a armas o 

Instrumentos con que se cometía el dellto se ha destinado, también que en realidad es 

la materia o cuestión en la que recae la acción delictiva, como lo sería en el caso de 

homicidio un cadáver, se ha dicho que el verdadero cuerpo del delito es la persona o 

cosa objeto del mismo, sin faltar las opiniones que lo señalan en sentldo amplio como 

piezas de convicción equivalente a huellas y vesUglos del hecho delictivo. 

El Maestro Rivera Siiva manmesta al respecto que: ... el cuerpo del delito ea el 

contenido de un delito real, que, ene.ja per1ectemente en I• descripción de 

algún dellto, hecho por el leglalador, en IH que mucha• vecea ven 

elemento= de carécter moral. En la de•crlpclón también pueden Ir elemento• 

de car6cter velor•llvo que requieren de eu presencia en el cuerpo del 

dellto.f"I 

Por su parte Gonzélez Blanco señala que: Cuerpo del dellto, e• I• conHcuencla 

de todo fenómeno en que Interviene el lllclto pen1I que H produce en el 

mundo en rel•clón y que puede •er eprecledo •en1orlelmente.< "1 

14..· Dloz de Lodo, Maroo Antonio. Troudo Sol>lo 1# _ ,,.,,,.,. •. P,g, 99, 

11..· Opuo. Cit. P6g.1e2. 

11.• Oonztioz Buatamanle. f'tlnolploo de-ho-. P6g. 150-160. 
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Por otra parte el jurista González Blanco, expresa que: Cuerpo del dellto debe 

entenderee al resultado de loa daños cauaado• por el comportamiento 

corporal del Inculpado, ea decir, a los elementos materlalee u objetlvoe que 

Integren en cede c•o el tipo dncrlto por le ley penal con .aietreccl6n de 

aquellos que pueden catalogarse como subjetivos, como aon el engaño ll el 

lucro Indebido, en el fraude, por ejemplo, por eatoa ee refieren al problema 

de culpebllldlld. "' > 

Por su parte Garcla Ramlrez, apunta que: Le tendencia modeme de le doctrine 

mexicana ae pronuncia, de pleno en el eentldo de referir el cuerpo del dellto 

• loe elemento plenario• del tipo. Distinguiendo entre loe de cer6cter 

subjetivo y los normativos, se afirma que el cuerpo del delito oxleto cuando 

ee hayan debidamente Integrados teles olementoa en los t6rmlnoa del tipo 

correspondiente.< 11 > 

Por últlmo Brtseño Sierra, dice en cuanto al tema que: En el lenguaje legal es 

delito lo que en realidad r .. ulte au cuerpo. Le auma do eetoa materlaln 

como les llama el ortlculo 108 de la ley federal, no ea sino la adicción do 

datoa verbaln en le norma.< 11 > 

Sin embargo he de coincidir con lo plasmado en el texto del articulo 188 del 

Código Federal del Procedimientos Penales que acertadamente conceptuallza al cuerpo 

del deltto. 

t7 .. • Oonz .. Bllnoo, - Opus. Cll. Ng. t03. 

ti .. • OllCla Ramm, Solglo. Opus. Cit. P'u. 345. 

ti .. • BrloolloSla<ra.-./ll~P'u.148. 
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"Art. 168.· El Funclon•rlo de Poi/efe Judlclel y el tribunal, en au ceso 
debeñn procurer ente todo que "" pruebe el cuerpo del 

del/to como bese del procedimiento penel. 

El cuerpo del delito •e tendrá por comprobedo cuenda H 

ecredlte I• exletencl• de lo• elemento• que lnt"flnm I• 
deecrlpcl6n de I• conduclll o hecho dellctuoeo, ""lllín lo 

determine I• ley penel". 

De lo que se deduce que no es necesario un sujeto o un objeto para tener 

acreditado el cuerpo del dellto, ya que de acuerdo con la doctrina actual este está 

constituido por los elementos normativos, objetivos y subjetivos que integran el tipo 

penal. 

LA PRESUNTA RESPONSABIUOAO. 

Es una parte fundamental en la función Investigadora del Ministerio Público y que 

habré. de realizarse en la averiguación previa, es sin duda la acreditación de la presunta 

reaponsabllldad del Inculpado. 

No es suficiente, que dentro del sistema jurldlco penal de los estados de derecho, 

para ejercitar la acción penal ante el órgano jurisdiccional competente que en la 

averiguación previa se prueben los elementos subjetivos, objetivos y normativos descrf1os 

en el tipo penal y que prooesalmente constituyen el cuerpo del delito, sin que, respecto 

de este debe existir prueba del hecho atribuible a su autor mismo que debe ser producto 

de la conducta descrf1a en el tipo penal o cuerpo del dellto. 
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Surge la Idea de presunta responsebilldad del Inculpado, como conducta 

reprochable a quien se le Imputa la comisión del lllclto penal. Este presunta responsabi­

lidad empieza a delinearse desde la denuncia o querella en que se hace Ja Imputación 

al Inculpado de haber cometldo el dellto que se Investiga, o bien se puede arribar a la 

presunta responsabilidad a través de algunos de los medios de prueba que autoriza el 

propio código adjetlvo en el articulo 206. 

La base jurldlca a la que alude el deber de que en la averiguación previa se 

pruebe fa probable responsabllldad del acusado como presupuesto para el ejercicio de 

la acción penal esta plasmada en nuestra Constlluclón en los artlculos 16 y 19. 

El Indicio surge necesartamente de la conducta humana la que al violar una norma 

de derecho penal, produce una mutación en el mundo exterior al cual le podemos llamar 

dellto, los Indicios que pueden locallzarse: en las cosas, personas, las primeras pueden 

ser huellas o vestlglos (objetos) que dejan la perpetración del dellto, en el segundo caso, 

los Indicios pueden surgir con respecto a la persona a la que se le Impute el dellto, a la 

persona ofendida, on los testigos, esto nos da que el Indicio esta constituido por todos 

aquellos que resulte apto para conducimos al hallazgo de la verdad y de la certeza. 

Una vez que la lnvestlgaclón aporta datos el Mlnlsterlo Público, con el solo heáio 

de presumir que existan Indicio• o aoapechu de que el Indiciado comBlló el dellto 

deberá tenerse por acreditada la preauntll reaponaabllldad sin que para ello sea 

necesarto que este comprobada plenamente la responsabllldad del Inculpado, de ser asl 

se hablarla entonces de responsabilldad comprobada. 

Ahora bien el artlculo 168 del Código Federal de Procedimientos Penales Indica: 

"Art. 188.- La preaunl• r .. ponubllld•d del Inculpado ae lendr4i por 

comprobad• cuando de loa medios problltorloa exfatent .. , 
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ae dedUZCI au p•rtlclpaclón en I• concluct• o hechoa COl18-

tltutlvoa del delito demoatr8do". 

Corresponderá entonces al juez determinar la responsabilidad del Inculpado no 

dejando a un lado al representante social, pues el primero deberá de establecer si 

procede decretar una responsabllldad pero en base al análisis lógico razonado de todos 

los hechos consignados pues versará en una valoración de los elementos de cargo y las 

pruebas de descargo. 

Muchas veces el juez penal dictará una orden de aprehensión pues del análisis 

lógico razonado que de las constancias se hace, se deducen elementos que hacen 

probable la responsabilidad penal de la persona, pero sin embargo al determinar la 

situación jurfdlca del Indiciado dentro de las 72 horas resuelve que la misma no esta 

demostrada, lo que se convierte en una contradicción ya que por una parte existen 

elementos que hacen presumir la existencia de una responsabilidad y por otro lado una 

vez obtenida la decfarecfón del presunto hecha sin coacción ni vlolencfa y algunas otras 

pruebas que se presenten dentro del término constltuclonal y que desvirtúen los cargos 

el Juez al dictar su fallo lo hará con estricto apego a derecho lo que traerá como 

conseaiancla la libertad del procesado. 

Concluyendo que es al Ministerio Público a quien le concierne acreditar la 

presunta responsabilidad, durante la etapa de averiguación previa teniendo como 

obligación el consignar ante el Juez penal en base a todas las pruebas aportadas 

durante la Investigación para asl acreditar la presunta responsabilidad de los Inculpados 

pues de lo contrario no podrá ejercitar la acción penal y por otra parte el Juez penal es 

a quien le compete conocer el asunto al momento de dictaminar dentro del término 

constttucfonal hará un análisis lógico razonado de las constancias que Integran el 

expediente, las que valoradas arrojarán como consecuencia que se ratifiquen o 

desvirtúen los cargos que en ella se consignan. 
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1.5. DETERMINACIONES. 

Una vez concluÍda la averiguación previa realizada por el Ministerio Público se 

pueden dar diversas situaciones, entre ellas: 

1 o.- En las dlllgenclas practicadas que hayan satis lecho los requisitos ae'dB 

para el ejercicio de la acción penal, siendo que se haya demostrado la 

existencia materia! del hecho presumiblemente delictuoso, mismo que haya 

arrojado la probable responsabllldad del sujeto o bien comprobado la 

ftagrancla. 

Esto origina las siguientes situaciones: 

a) Que sea un delito que merezca pena privativa de libertad, 

b) Que sea un delito que no merezca prlVaUva de libertad, 

e) Que exista un detenido, 

d) Qua no haya detenido. 

20.- Que de las dlllgenclas practicadas no se haya obtenido la existencia 

concreta del delito y como consecuencia no existen datos que hagan 

probable la responsabilidad del sujeto en la conducta antljurldlca. 
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CONSIGNACION 

Esta 88 va a dar una vez concluida la etapa de averiguación realizada por el 

agente del Ministerio Público quien pondrá al presunto responsable a disposición del 

Juez penal corres~dlente. 

Manuel Rivera Silva, lo conceptúa como: El •cto procenl • travb del culll el 

Mlnlaterlo Público ejerclt• I• •cclón penal poniendo • dl•poelclón del juez 

les dlllgenclas y al Indicado o en au cuo, únicamente laa dlllgenclaa, lnlcljn­

dOH con •lio •I proceso pen .. judicial. 1 '° > 

Por su parte los jurlslas de Pina Vara y de Pina, la conceptúan de la siguiente 

manera: Acto proc-1 medl•nte el cual el Mlnl•terlo Público lnlcl• el ejerci­

cio da 1• •cclón penal y pone •1 lnculp1do • dlapoelclón de I• •utorldad 

judicial para que lo juzguo.'11 > 

Lo que aunado a lo eslablecldo por el articulo 134 se entenderá que el lnculpedo 

queda a disposición del juez para los electos legales correspondientes, desde el 

momento en que al Ministerio Público lo ponga a disposición en el Centro Preventtvo o 

lugar en que 88 encuentre recluilfo. 

En al pliego conslgnatorto se deberán eslablecer los datos reunidos en el lapso 

de averiguación previa y el dellto que 88 le lmpUla. 

De esta 88 derivan las consignaciones con y sin detenido, el primero 88 pone al 

Indiciado a disposición del Juez en el Centro Preventtvo remitiendo una comunicación 

expresa adjunta a las dlllgenclas y las sin detenido son las que se sancionan con pena 

IO..· RtMa Slva, Manuel. -llnlc:ano do 1'-lmltntoo ,,_, P'9. 291. 

21.· -do-1''9.tU. 
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corporal o pecuniaria, acompañadas del pedimento de orden de aprehensión o . 

comparecencia, aun y cuando en el pliego consignatario el representante soda! señale 

orden de aprehensión o comparecencia según sea el caso de pena COJpOral o ahemattva, 

en este sentido el juez de la causa llene lacuhad para redaslftcar el delho y si el fiscal 

solicita orden de comparecencia pero el que conozca de acuerdo el razonamiento lógico 

jurldlco que haga de las constancias que Integran el expediente deduce que esta mal 

consignado, reclaslllcará la orden que pide el llscal, la que puede convertirse en una 

aprehensión o como se señaló con anterioridad una comparecencia, esto es consecuen­

cia de que el Ministerio Público no puede llevar a cabo unas dlllgenclas y es por eso que 

remHe una averiguación Incompleta, solicitando el •uxlllo, del orden jurisdiccional, para 

terminar su cometido. 

En resumen se deduce que respecto a la primera sHuaclón el Mlnlster1o Público 

debe realizar la consignación ante el tribunal correspondiente, ejercitando acción penaJ, 

esto es, si el delHo merece pena privativa de libertad debe hacer la consignación 

poniendo al sujeto a disposición del Tribunal o si estublere en libertad cauciona! por 

tratarse de delito no Intencional o culposo, deberé sollcllar la comparecencia. SI no 

estublere detenido y el delHo merece pena privativa de libertad deberé solicitarse Ubre 

la correspondiente orden de aprehensión y por último si el delHo no esta sancionado con 

pena privativa de la libertad o llene pena attemallva deberá sollcltar a la autoridad judicial 

se Ubre la correspondiente orden de comparecencia pare que el o los sujetos se 

presenten a rendir su declaración preparatoria sin restrtcclón de su libertad. 

FALTA DE EJERCICIO DE LA ACC/ON PENAL 

Esta sHuaclón se puede también presentar al termino de la averiguación previa y 

se produce cuando el Ministerio Público estima que con las dlllgenclas que practico no 

se logró comprobar la existencia correcta de la acción delk:luose y que tampoco existen 

dalos para hacer probable la responsabilidad del lndMduo, entonces determina la !atta 

de ejercicio de la acción penal por parle de la lnsllluclón que primeramente conoce. 
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Eugenio Roñan a groso modo dice al respeclo que cuando el hecho se presenta 

con contornos no dllundldos debe dejarse al Ministerio Público cierto margen de libertad 

en lo que hace al ejercicio de la acción penal, para evttar acusaciones Infundadas y 

superfluas, por k> tanto el no ejercicio de la acción penal aun considerada como absoluta, 

puede contener errores de apreciación y como toda conducta humana es susceptible de 

equivocaciones. 
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CAPITULOIL 

DELA ORDEN 

DE APREHENSION 



Esta ftgura tiene como caracterlstlca especial que de las diligencias practicadas 

se aaume comprobado el cuerpo del deltto el cual deberá ser sancionado oon pena 

corporal y el sujeto no se encuentre detenido, esta situación obliga al representante 

aoclaJ a aoJJcttar de la autoridad Judicial una orden de aprehensión. 

La autolldad judicial solo dictará on:len de aprehensión cuando asl Jo sollctte el 

ftllClll y tengan reunidos Jos requlsttos de: 

1.· Que exl•lll d•nuncl• o querella 

2.· Que Na •obre un delllo unclon•do con penm cOl'pOr•I 

3.· Que de la denuncia o querella u d .. p,.nd• que fue r .. llnd• por 

par8ona dlgn• de ta. 

4.· Que la aollctte 11 Mlnl•lerlo Públlco. 

Ahora bien cuando de lo actuado por el Ministerio Públloo se advierta que no es 

poalble obteMr la decleraclón de un tercero que apoye la denuncia o querella, será 

bulanle pant solicitar la orden de aprehensión, el que se reúnan Jos requJsHos eXlgldos 

por la ley y que oonlonme a esta existan datos que hagan probable la responsabilidad del 

Inculpado y oomo base Indispensable para dictar dicha orden, Jo será siempre el que la 

aolk:lle el fJacal aoctal como enseguida ae delallanl. 
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2.1. CONCEPTO DE ORDEN DE APREHENSION. 

El artículo 16 de nuestra Constitución establece los requisitos esenelales que 

deben de cumplir las autoridades cuando libran una orden de aprehensión. 

Generalmente es la autoridad judlelal quien Uene la obligaelón de librar la orden 

de aprehensión, a peUClón del Ministerio Público, siempre y cuando exista una denunela, 

acusaelón o querella sobre una aCll!ud que se considere dellctuosa y merezca una pena 

corporal, esto es, que se prive de la libertad aun sujeto, esto apoyado en elementos que 

hagan probable su responsabllldad. 

A groso modo se puede deelr que la orden de aprehensión es el auto, resoluelón 

decretada ¡ior una autoridad judlelal la que va a privar a un sujeto de ra libertad al 

considerarlo presunto responsable en la comisión de una acUvldad que se considere 

dellctuosa o delictiva y que la ley castigue con pena corporal, al cual se le sujetará a 

proceso, mediante el que se determinará una vez coneluldo si es o no responsable del 

dellto Imputado. 

Juventlno v. Castro, opina al respecto: ••• que ee el •clo de complement•r un• 

orden para aomeler • un• peraona • un procedimiento legal."., 

Para Rivera Siiva, esta consiste en: ... al mandato que •• d• par• prlv•r de la 

libertad a una peraona.1'" 

22-· ca11ro Juventino. V. - y A-. Pjg. 45. 

113 .. • Rlwra Slva. Manuel. E/l'_lm_,,_. Pjg.140. 
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El jurista Arllla Baz, comenta al respecto: ... ea el acto material de prender• una 

peraona, de privarla de au llbertad.1 24 1 

De lo que se observa que los autores antes citados coinciden en señalar que la 

orden de aprehensión debe derivar de un mandato judicial por el cual un sujeto debe 

quedar adherido aun procedimiento al ser privado de su libertad y quedar por lo tanto a 

disposición de la autoridad, que es quien lo juzgará y determinará si es o no responsable 

de la oomlslón del dellto que se le Imputa. 

Por lo tanto concluyendo la orden de aprehensión es el acto concreto de capturar 

a una persona, wmpllendo con los requisitos establecidos en el artículo 16 Constitucional 

y decretado por autoridad judlclal, la que de acuerdo a una secuela procedimental 

determinará oportunamente si es responsable o no del dellto que se le Imputa. 

De acuerdo a lo anterior por un lado es el artlculo 102 de nuestra Carta Magna 

el que establece que es el agente del Ministerio Público Federal, a quien compele en los 

delllos del orden federal y al Ministerio Público del fuero común sollcltar a la autoridad 

fudlclal juez de Distrito o Juez Penal de primera Instancia, libre la orden de aprehensión, 

excepto cuando se aprehenda al sujeto en flagrante dellto; esto es, cuando en su poder 

se enwentra un objeto, o bien, aparecen huellas o Indicios que hacen presumir su 

llagrante y directa responsabilidad. 

Una vez cumplementada la orden de aprehensión el Ministerio Público o la policía 

Judicial deberá de poner a disposición al presunto sin demora alguna, ante el tribunal 

que lo requiere, Informando de la lecha y hora en que se actúo dando a conocer al 

detenido el derecho que tiene para designar defensor o persona de su confianza que lo 

defienda, esto de conformidad con lo establecido por el artículo 20 fracción IX, de nuestro 

máximo ordenamiento legal, a groso modo esto es lo que reza el artículo 134 y 197 del 

24.,~ Artll'• Bu, femando, El Pl'OCHlm,.nto l'«YJ •n INxloo. P!g. 70. 
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Código Federal de Procedimientos Penales, que de acuerdo con el artfcufo 16 en 

relación con el 107 fracción XVIII, párrafo tercero de Ja Constitución, el sujeto 

aprehendido por mandato judicial deberá aer puesto a dlapoalclón del juez de fa 

cauaa dentro de laa 24 hora• afgufentea a au eprehenalón. 

Aunque muchas de las veces en la práctlca judicial lo anterior resulto ser obsoleto, 

por las constantes violaciones a dicho término constitucional. 

Cabe mencionar al respecto la jurisprudencia de la cual el crtterfo sustentado en 

ésta es el seguido por los Tribunales Colegiados y Juzgados de Distrito, esta es: 

ORDEN DE APREHENSION. Para que proceda una orden de aprehensión 

no basta que sea dictada por autoridad judicial competente, en virtud de 

denuncia de un hecho que casHgue con pena corporal, sino que se requiere 

además que el hecho o hechos denunciados puedan constnulr un dellto que 

la ley castigue con pena corporal y que el Juez de Distrito debe hacer un 

estudio de las constancias en que el acto fue ejecutado para dilucidar si Ja 

orden de captura constttuye o no una violación de garantlas. < 11 > 

Lo que Implica que es Indispensable que se tengan datos suficientes para 

demostrar que existe un delito. 
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2.2. REQUISITOS CONSTITUCIONALES Y DE PROCEDIMIENTO 

PARA LA ORDEN DE APREHENSION. 

·~tt. 16.· ... No podré librarse nln11u1111 orden de •prt1hen•i6n, de ten· 

c/6n o comperecencl• •/no por autoridad judlc/al ... " 

Entendiendo entonces, que esta garantía tutela la legalidad, competencia y regula 

las detenciones y aprehensiones por los delitos flagrantes, pues el propio numeral lo 

prevea, al marcar un cuadro de legalidad con el que se debe cumpllr y asl dar un amplio 

cumpllmlento al propio contenido. 

Bien, encontramos que la orden de aprehensión debe ser librada por una 

autoridad judicial, siendo esta: 

El órgano estatal que forma parte del poder judlclal, sea local o fede· 

rel.1ª 1 

V haciendo una unificación de criterios citaré el vertido en la tesis de jurispruden­

cia vlslble en el sistema de telelnlormátlca de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

relativa al apéndice del Semanario Judicial de la Federación 1917-1985, que al respecto 

reza: 

ORDEN DE APREHENSION, AUTORIDAD COMPETENTE PARA 

DICTARLA. No es de tomarse en consideración el agravio de los quejosos 

en el sentido de que la orden de captura reclamada fue dictada por un Juez 

del fuero común, y no por un federal que serla el competente, atendiendo 

que forman parte de un comlsartado ejldal; por que este problema de com­

petencia que plantean los quejosos no puede dilucidarse a través del juicio 

21... Bllrgoa O, Ignacio. El Juicio d••mparo. P.6g.1f17. 
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de garentias, salvo que se tratará de una cuestión de competencia constitu­

cional. 

De la que se desprende que la única autoridad facultada para dictarla es el Juez, 

a petición del Ministerio público de lo contrario el órgano Jurlsdlcclonal no esta facultado 

a ciencia cierta cuando sean delitos federales, es al Ministerio Público Federal a quien 

compete hacer el pedimento a la autoridad Judlclal para que Ubre la orden de aprehensión 

tal y como lo reza el propio artk:ulo 102 de la Constitución: 

'\4rt. 102.. Incumbe al mlnlalerlo Público Federal, I• persecución ante 
loa lrlbunales, de I~ loadellloa del orden federal, y, por 

lo mismo a él le corre.pondera ao//clr.r '" ordene. de 
aprehen•l6n conlra loa Inculpado•, buscar y pre•enlar /as 

prueba• que acrediten la re•pon .. bllldad de é•loa, hacer 
que toa julcloa ae alg•n con toda regularidad para que la 

admlnl•lr8cl6n de }u•llcl• H• pronta y exped/la, pedir la 

apl/cac/6n de /aa pen• e Intervenir en todoa toa negocloa 

qui: 111 /ey dtttermlne". 

A esto resulta aplicable la Jurisprudencia 86, visible en la página 136, del Apéndice 

al Semanario Judicial de la Federación que a la letra dice: 

ORDEN DE.APREHENSIÓN. Para dictarla es neoesarto que lo pida el 

agente del Ministerio Público, y si este no solicita dicha orden, el Juez no 

tiene tacuttades para expedirla. 

Esta petición obedece a que el Ministerio Público deduce de la averiguación previa 

datos bastantes y suficientes para acreditar un dellto sancionado con pena corporal Y la 

probable responsabilidad del sujeto. 
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En tal virtud, no es necesario que se libre la orden de aprehensión cuando exista 

la comprobación de los elementos constltutlvos del dellto, basta que este sea castigado 

con pena OOfPOl'8I para que el Ministerio Público sollclle del Juez libre la orden tal y como 

lo sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Jurisprudencia numero 83, 

visible en la página 128, Novena Parte del Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación 1917-1985, bajo el rubro: 

ORDEN DE APREHENSION. Para dictarla no es preciso que este 

comprobado el cuerpo del delito, sin que se llenen los requisitos p!MIÜlS 

por el articulo 18 Constitucional. 

Siendo necesario que para ello ocurran los siguientes elementos: 

Acusación, querella o denuncia, 

Que esta verse sobre el delllo sancionado por la ley con pena corporal y, 

Que este fundado en persona digna de le. 

Finalmente el articulo 195 del Código Federal de Procedimientos Penales 

establece que cuando estén reunidos los requisitos por el ya mencionado articulo 16 

Constltuclonal, el tribunal librará orden de aprehensión, reaprehenslón o comparecencia, 

según el caso concreto en contra del Inculpado y a petición del Ministerio Público. 
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2.3. ORDEN DE APREHENSION DENTRO DE PROCEDIMIENTO. 

Para que proceda una orden de aprehensión es requlstto Indispensable que el 

Ministerio Público asl, lo solicite el Juez penal sea el fuero común o federe!, según se 

trate del delito, previa averiguación que el respecto reelloe en oontre de un sujeto y asl 

cumpla con los requisitos exigidos por el articulo 16 Constlluclonel, asl como por lo 

establecido en el numere! 195 del Código Federe! de Procedimientos Paneles, esto es, 

que el propio representante social al llevar a cabo la averiguación previa debe de rumpllr 

con las formalidades como son: 

1.- Que exla18 une denuncia, acusación o querella, 

2.- Que sH hecha por pereon• digna de fe, y, 

3.- Que estos versen eobre actos que se consideren sancionado• por I• 
ley con pene corporal y al ser consignadas aollcl18rla •I Juez que de 

esta debe conocer, quien de acuerdo • lo ea18blecldo por loa precep­

tos antea aeilaladoa deberé de dictar o negar 1• orden que el represen­

tante social del fuero común o federal soliciten. 

De acuerdo a lo mencionado por el articulo 16 de nuestra Carta Magna: 

"Arl. 111.- ... No podré librarse ninguna orden de aprehensión o 

detención • no aer por I• autoridad Judicial, sin que 

preceda denuncia, acuaaclón oqu-lia da un hechodetar· 

minado que 1• ley c•tlgua con pena corporal, y sin que 

nt6n apoyad• aquell• por daclaracl6n, balo proteal8, da 

persona digna da fe o por otros datos qua hagan probable 

I• reaponaabllldad del Inculpado, hacha excapclón de loa 

cHoa de flagrante delito". 
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que: 

Cabe mencionar lo que expresa el Jurista Juventlno V. Castro al hacer referencia 

... claremente entendemoa que nueatro texto conatltuclonal eata partiendo 
de una hlpóteela concrei., aegún la cual quien ea aprehendido o detenido 

debe entanderee qua n por que ae le atribuye una rnponubllldad penal y 

no de otra naturaleza ... 

Asl también el siguiente articulo reza: 

"Art. 18.- Solo por delito que merezca pena corporal habr6 lugar a 

prlal6n preventiva". 

De lo anterior se advierte que existe un estreche correlación con lo contenido en 

el articulo 16 del propio ordenamiento antes Invocado yn que uno y otro se refieren e los 

delitos que se sancionen con pene corporal, bese esencial y punto de partida que debe 

observar el órgano jurisdiccional el momento de dictar o negar la orden sollellede por el 

representante social; también se puede dar el caso de que el Juez que conozca de la 

causa determine negar la orden de aprehensión soliclteda por el fiscal toda vez que no 

se encuentra demostrada la plena responsabilidad del Indiciado, pero si por datos 

posteriores y antes de que el auto que declare estado dicha resolución, cumple con el 

término que establece le ley, y el propio representante social estima que ha reunido mas 

elementos de prueba que hacen presumir la responsabilidad de un sujeto, lo hará saber 

al órgano jurlsdlcclonel que conoció por primera vez, solicitándose ejercite nuevamente 

acción penal. 

Es asl como el órgano jurlsdlcclonsl el realizar un estudio mlnUcloso de todas las 

constancias que Integran la averiguación penal, se observe que existen datos bastantes 

y sullclentes que acrediten le existencia de un delito y por lo tanto la conducta antljurldlca 

cometida por el sujeto, entonces, la autoridad dirigirá el ejercicio de su acción a los 
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nuevos datos aportados por el fiscal para estar en aptitud de librar o no la orden de 

aprehensión solicitada, la que estará basada en los elementos exigidos por el articulo 

16 de nuestra Carta Magna. 

Por otra parte al demandar el amparo y protección de la justicia federal, cuando 

se tiene conocimiento de que existe una orden de aprehensión, si el quejoso solicita la 

suspensión provisional del actó reciamado, por ser esta de suma Importancia, ya que 

esta de por medio la libertad de una persona, garantla Individua! y personallslma de todo 

ser humano en un estado de derecho, el Juez deberá de concederla siempre y cuando 

no se trate de delitos que excedan en su término medio aritmético de 5 años, y quedar 

el promovente del amparo a disposición de éste en cuanto a su libertad y a disposición 

del Juez de la causa por lo que hace el procedlmlento. 

Ahora bien para conceder la suspensión provlslonal en un amparo promovido en 

contra de actos que se le reciamen a un Juez, el similar de amparo, deberá sollcltar al 

quejoso W18 garantla, para el electo de que este no se substral¡,a de la acción de la 

justicia, hasta en tanto se resuelve sobre su situación jurldlca además, deberá requerir 

al quejoso para que de cumplimiento a las prevenciones que se le establezcan en dicha 

suspensión, esto es, que tendrá la obllgaclón de presentarse ante la autoridad o 

autoridades ordenadoras para la práctica de las dlllgenclas que estas aean convenlen· 

tes, pero esto deberá de hacerse en un término no mayor de 24 horas a partir del 

otorgamiento de la suspensión provisional, pues en los diferentes juzgados de distrito, 

existen diversidad de atterlos, esto, por que algunos jueces establecen el término de 72 

horas, para que cumpla el quejoso, presentándose ante las autoridades que señale con 

ordenadoras y requerir a estas autoridades para que al momento de rendir el Informe 

previo y justificado hagan del conocimiento de la autoridad de amparo si se presentó o 

no el quejoso a cumplir con las prevenciones establecidas, apercibiendo al mismo tiempo 

al quejoso que de no cumplir con lo ordenado dentro de la suspensión concedida, se 

hará efectiva la gsrarrlla que otorgó para que surtiera efecto la misma, teniendo el 

quejoso un término de 24 horas para demostrar ante el Juez de amparo que efectiva· 
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mente a.implló presentándose ante la autoridad requlrlente, señalándose desde el 

momento mismo de la admisión que deberá presentarse a firmar en un libro especial al 

primer dla de la semana, al Igual que lo hacen las personas que se ena.ientran en 

libertad provisional bajo caudón en los procesos penales y asf evitar que al momento de 

dictar la resolución el quejoso deje de tener Interés en el asunto que promovió, e lnduso 

se le debe de dar la oportunidad de comprobar ante el Juez de amparo hasta antes de 

la celebración de la audiencia Incidental que a.implló con lo ordenado en la suspensión 

provisional presentándose ente las autoridades requlrientes, y en caso de haber sido 

omiso, dentro de la misma audiencia transferir la garantía exhibida para tal efecto al 

tesorero de la federación, en virtud de haber hecho caso omiso a lo ordenado por un 

Juez de amparo. 

En este caso he de condulr que lo anterior deberá ser respaldado con modlftcado­

nes y reformas a nuestra Ley de Amparo, pues, por que no establecer en esta misma 

que sea un término de 24 horas para que se de cumplimiento a lo ordenado en la 

suspensión y establecer en el mismo que de no hacerlo se hará electiva la garantía en 

favor del erario federal, lo que Implica que en las prevenciones se Imponga un solo 

término, una unificación de attenos y una sanción para el caso de ser omiso a lo 

ordenado en la suspensión. 
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2.4. ORDEN DE APREHENSION FUERA DEL PROCEDIMIENTO. 

Es muy común que en nuestro pala el Ministerio Pllbllco, ordene mediante ollcio 

correspondiente una Investigación exhaustiva a la policla judicial sobre algún hecho o 

aclo que se hizo de su conocimiento, lo que origina e Incluso una orden de detención, 

dlclada arbitrariamente por la autoridad administrativa, en consecuencia esta viola las 

garantlas Individuales otorgadas por la Constitución, dado que dichas autoridades 

administrativas no están lacuhadas por el ordenamiento en cuestión para dlclar ese tipo 

de ordenes, de acuerdo a lo establecido por el propio articulo 16 de la Constitución 

Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos, el que reza: 

"Art. 18.- Nadie puede aer moleatado en au peraona, famllla, pose­

alonea, domicilio o pt1pelu alno en virtud de un manda· 
miento eacrlto de autoridad competente que funde y 
motive la cauaa legal del procedimiento. No podr6 llbrarae 
ninguna orden de iiprehenalón o detención a no aer por 
la autoridad judicial •In que preceda denuncia, ac:uaaclón 
o querella de un hecho detennlnado que la ley caatlgue 
con pena corporal y •In que eat6n apoyadH aquellH por 
declaración bajo protuta de peraona digna de fe o por 
otroa dalo• que hagan probable la ruponaabllldad del 
lnculpt1do hecha excepción de loa casca de flagrante deli­
to, en que cualquier !Mf8on• puede aprehender al delin­
cuente y a aua cómpllcaa, ponl6ndoloa, •In demora, a dls· 
poalclón de la autoridad Inmediata". 

El articulo en comento solo lacuha constttuclonalmente a los jueces a librar orden 

de aprehensión, detención o captura en contra de personal alguna, previa solicitud que 

haga el Ministerio Pllblico en caso de que proceda, se mencionan asl otras hipótesis que 

al mismo tiempo están condicionadas y llmhadas por los códigos procedimentales, de lo 
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contrario aialquler ectuaelón de les autoridades será considerada como lnconstituelonal 

y por lo tanto atacable en vía de empero, pero debemos tomar en consideración que 

cuando se hace valer este recurso, cada empero que se presente es un ceso distinto y 

amerita un cuidadoso estudio. 

Prácllcamente la orden de Investigación es una autGnllca orden de aprehensión 

con disfraz, lo que origina gran lncerlldumbre en el Individuo y e su vez equl hay dos 

situaciones; primero se presenta e deelarer con copla de la suspensión provisional o 

según esperar a ser detenido, a lo que el lioenelado Carlos del Río Rodrlguez ha 

manifestado: 

El exceao de juicio de •m1111ro, H de ente IH conel•nlea •rbllr•rlededea de 
fu eulorld•dea.< 21 > 

La ley reglamentarla de los artlculos 103 y 107 de la constitución establece que 

el Juez siempre concederá la suspensión provisional del acto reclamado cuando se trate 

de le restricción de la libertad personal fuera del prooodlmlento judleial, esto obliga e las 

medidas de aseguramiento que le ley establece ya que se hayan reunido las condiciones 

establecidas por el artículo 124 de la ley de meterte. 

Cebe hacer notar que e:dsten jueces de distrito que establecen caución en 

cuelqulere de sus formas como requisito para que surta efecto la suspensión provlslonal 

pero existen otros que con mejor criterio se basan en lo establecido por el artículo 159 

de le ley de amparo y por ser autoridades administrativas conceden la suspensión sin 

que exista garantía de por medio. 

Ahora bien a diferencia de lo que se establece al momento de otorgar la 

suspensión provisional en un juicio de amparo promovido en contra de actos de 

27-· iw.nual <HI Julo/o do AmPlto. PAg. :06, 
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autoridades judlclales, por lo que respecta a los actos de autoridades administrativas, 

esto es, procuradores, subprocuradores, agentes del Ministerio Pllbllco u otras de este 

tipo, que carecen de facultades para llevar a cabo y librar ordenes de aprehensión, y que 

de acuerdo al contenido del articulo 16 Cooslltuclonal, esta !acuitad solo la tienen 

concebida las autoridades judlclales, entendiéndose por estas el Juez penal en primera 

Instancia o el Juez de distrito en los casos de que se trate de un delito persegulble por 

el orden federal, pues al momento de otorgar la suspensión el Juez sollctta al quejoso 

otorgue una garantla para que esta surta electos, pero también debemos tomar en 

consideración que el Juez fija garantla en razón del número de autoridades en contra de 

las que el Individuo sollctta el amparo, toda vez que este Upo de amparo, bajo mi 

particular punto de vista es mal usado, por lo que se deberla de establecer un alieno 

único que sea el que utilicen los juzgados de toda la república y qua conozcan de este 

tipo da Juicios, pues no as una orden de aprehensión propiamente dicha, sino solo una 

orden de Investigación, por que no Implica la privación de la libertad como siempre se 

a-ea. 

El crlterlo a que se hace referencia es de que a partir de que el promovente 

señala mfls de dos autoridades se le fije una garantla a afecto de que pueda surtir 

electos la suspensión provisional solicitada y darle al quejoso un término de 24 horas, 

para que se presente anta las autoridades ordenadoras y 24 más para que demuestren 

ante el Juez de amparo que se presentó ante las autoridades requlrtentes a electo de 

que no se haga efectiva la garantla otorgada, pues en el caso de que sea omiso a dicha 

orden, al momento de resolver sobre la suspensión definitiva, se mandará a hacer 

efectiva la garantla otorgada. 

También como en el juicio que nos ocupa, es de los que están llenos los 

tribunales federales, llega el momento de que si bien, el Juez de amparo no fijó garantla 

para que surtiera electo la suspensión provisional concedida, el quejoso o sus 

autorizados se presentan solo a recoger la relerlda suspensión y no vuelven a 
presentarse a dicho local, por lo que una solución para evitar que asto suceda, bien serla 
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requerir al quejoso para que también se presentara cada semana a nnnar ante el Juez 

de amparo, en un libro de control hasta en tanto se causa ejecutoria su juicio, de lo 

contrario se seguirán promoviendo !"ste IJpo de juicios, y el quejoso demostrando que lo 

qua le Interesaba era llnlcamente la suspensión que podría haber otorgado el propio 

juzgador. 
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2.5. RESPONSABILIDAD OFICIAL DE SERVIDORES 

PUBLICOS AL RESPECTO. 

En un sistema polltlco como es el que en nuestro pals vivimos es necesario poner 

una llmltante a las funciones enmarcadas a los servidores públlcos, esto es, que los 

mismos dejen de aduar en beneficio personal, toda vez que están obllgados a proteger 

la personalidad legal o conslltudonal del órgano al cual representan, por lo tanto, están 

obligados con los gobernados. 

Pues si bien es cierto que como lo menciono en páginas anteriores hay 

autoridades admlnlstrellvas que ordenan la realización de una orden de lnvntlgaclón, 

misma que se convierte en una verdadera orden de aprehensión, siendo que tales 

autoridades no están facultadas legalmente para llevar a cabo tal situación, pero sin 

embargo se realiza vlolando en consecuencia lo establecido por el articulo 16 de la Carta 

Magna y aún las garantlas Individuales del sujeto, dado que no es desconocido que en 

estas situaciones se dan con frecuencia los bien llamados Incomunicados, que se 

realizan, vuelvo a repetir con el engaño y falsedades de una autoridad, pero si a esto 

aunamos quo un sujeto promueve ante la autoridad competente un amparo en contra de 

una orden de aprehensión, y al momento de que dichas autoridades administrativas 

rinden su Informe en sentido negattvo, lógicamente y de acuerdo a lo estipulado por el 

artlculo 74, fracción IV, pánrelo primero de la ley de amparo, lo procedente es sobreseer 

el juicio. 

No es desconocido para muchos de nosotros encontramos continuamente con el 

hecho de que un Individuo sea victima de vlolaclones en sus garantlas lndlvlduales, 

artículo 360 del Código Penal Federal, fracción 11, esto es prtnclpalmente por los agentes 

de la pollcla judlclal, órgano ciento por ciento prepotente, pero que gracias ahora a la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el ciudadano cuenta con un respaldo que 

si bien a largo plazo puede dar resultados positivos, pero lo que hace este órgano es 

hacer que el marco de legalidad predomine por sobre todas las cosas, Iniciando el 
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agente del Ministerio Público de responsabilidades, la averiguación correspondiente, 

tomándola y tumándola con posterioridad el órgano competente quien determinará si se 

libra la orden de aprehensión o comparecencia que soliclte el nscal, una vez hecho lo 

anterior las sanciones en principio van desde un separo en las actividades que realice 

el servidor público hasta una lnhabliltaclón temporal o despido. 

De lo anterior se desprende que los actos de autoridad que violen la esfera 

jurldlca de un sujeto son susceptibles de Impugnarse jurldlcamente por medio de juicios, 

procesos o recursos y por lo tanto al quebrantar estos, un funcionario público se hace 

acreedor a las sanciones establecidas por la ley, lgnaclo Burgoa señala al respecto: 

E• obvio que p•r• ol gobernado •• mú útil por •u• propios y naturalea 
rnultadoa valor•• do un hecho jurldlco do Impugnación contra loa ectoe 

autoritarios para preservar eu ealer• de derecho, punto que tal medio tiene 

como efecto Inmediato la lnvalldaclón de los mencionados actos y la 

rntltuclón conlllgulente del uao y goce del derecho Infringido o alecta­
do.1n1 

Asl las cosas la Constitución Polltlca Mexicana regula la responsabilidad de los 
servidoras públicos en los artlculos 1 OB 81114, por lo tanto se regula una responsabilidad 

clvll, que tiene lugar, cuando haya un menoscabo en el patrimonio del Estado; la 

responsabilidad penal que viene a regular la conducta de los servidores públicos dentro 

de la administración; la administrativa opera por las faltas cometidas en el desempeño 

de la función pública y la polltlca solo opera cuando se trata de servidores públicos a 

quienes se les puede seguir juicio polltlco, por otra parte la Ley de amparo, establece en 

el tHulo V el capitulo denominado, De la reaponaabllldad en loa juicios de amparo, el 

que se subdivide a su vez en: 

21... Burgoa O., Ignacio. O.r90ho Ccn•tltuolonal U.x~no. P,g. 554, 
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1.· De I• rHponubllldlld de loe tunclonarloe que conoze11n del •mpero. 
2.· De 1• rHPOft8ebllldlld de In •utorld•dn, y ' 

3.· De I• rnponublllded d• la pertee. 

Por lo que hace al primer punto este solo se refiere a los l8f\lfdores públicos 

adscrttos al pod« judldal federal, presidente de las juntas de concillaclón y mlnlsttos de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, omlUendo a los magistrados de los Tribunales 
Unitarios, Tr1bunales Colegiados y a los de los Tribunales Federales de Conciliación y 

Alblt,.¡e. 

En ooanto a los segundos solo proceder! aiando se haya concedido al quejoso 

el ampmo de la Justicia federal y apareciese que existe una Violación de garantlas que 

constttuyan un delito, se hani la consignación respedlva al agente del Ministerio Público 

quien deberé tomar cartas en el asunto, que si bien es cierto este sujeto tiene 

participación e Injerencia en todo Juicio de garantlas de acuerdo a lo estipulado por el 
articulo So., tracción 1v· de la ley de la materia, también lo es, que .debe oportunamente 
revisar los expedientes no solo la resolución y detectar el si existe o no un delito y 
formular en todo caso la correspondiente denuncia, y no esperar a que el quejoso o el 

tercero perjlldlClldo si a caso existe, le hagan la observación, y por lo que se refiere al 
tercer caso de que se trata, es sobre la responsabilidad de las partes en el julcló de 

garantlas. 

Ahora bien si el Juez federal Ignacio L Vallarta se refttló al caso concreto de las 

autor1dades, ello es por que Violan en petJulclo de los partleulares las garantlas 

Individuales, dado que el promover gran numero de amparos año con año, revelaba el 
poco respeto que las autoridades tienen hacia la ConslltUclón, pero algo bien cierto es, 

que desde 1940, en que aparece en vigor una ley de responaabllldades no se ha 

presentado un solo proceso por vloladón a esta misma, por lo que se debe de hacer 

realidad y exigir su aplicación si existieran los delitos que en ella se prevén. 
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CAPITULO fil 

ASPECTOS 

CONSTITUCIONALES. 



Al establecer el término aspectos constitucionales nos raferlmos primero a los 

fundamentos máximos que contienen los requlsttos para que un Juez libre una orden de 

aprehensión, esto es los arllculos 14y16 ConstJtuclonales, asl como los ordenamientos 

básicos que tiene el Individuo para defenderse en contra de los actos de autoridad que 

vienen a ser los numerales 103 y 107 del mismo ordenamiento legal, y que prevén el 

juicio de amparo. 

Por una parte se hace mención a los requlsttos, condiciones, elementos y 

circunstancias que debe observar la acttvldad estatal para generar una afedaclón en la 

esfera del gobernado Integrada por un conjunto de derechos subjetivos y es a través de 

las garan11as de seguridad jurldlca que el gobernado encuentra una amplla protección 

a sus bienes y es mediante la garantla de 19galldad que se pone a la persona a salvo 

de los actos que afedan su esfera de derecho el cual no solo puede ser arbttrarlo sino 

que no este basado en una norma legal. 

Por otra parte al haoer mención del articulo 103 y 107 Constitucionales es hablar 

errtonces del recurso jurldlco de corrtrol constltUclonal, pues estos numerales contienen 

los principios o postulados bésloos del ju Ido de amparo ya que el precepto 103 es el que 

reglamenta al 107 que es el que contiene a su vez los principios del juicio de amparo de 

los que se hará alusión con posterioridad. 

3.1. CONCEPTO DE GARANTlAS. 

El hablar de garantlas lmpllca hablar de gobernados y a su vez de Constitución, 

toda vez que esta es una ley lundamenlal en todo estado de derecho, por lo que a su 

vez juega un papel Importante derrtro de las naciones en las que existe, pues contiene 

como parte base de su estructura y contenido los derechos Individuales de los 

gobernados y més aun de los extranjeros qua entran o estén derrtro del tenttorlo del pals, 

ejemplo fehaciente lo encontramos en la Consllludón Mexicana. 
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Ahora bien dentro del marco de derecho encontramos e diario que en muchas de 

las naciones se violan los derechos fundamentales de los Individuos, pero efortunade· 

mente en nuestro pala contamos con un valioso rewrso en defensa de las arbllrarleda· 

des da los gobernantes, siendo el juicio de emparo, creados por los propios hombres y 

en contra da los actos da un gobierno despótico y caprichoso por lo que la creación del 

juicio da amparo es prodUdo da antecedentes teóricos y prácticos, nacionales y 

extranjeros, sin embargo con el Juicio da amparo tiene su origen en nuestra Ley 
Suprema, por lo tanto es guardián da derechos y de la propia Constitución, como lo 

menciona el lloenclado Arturo Serrano Robles.<"' 

En esta orden da ldaas, es bien sabido que en cada una de las Constituciones de 

los palsas que Ylven en damocracla, existe un capltulo expllclto dedicado a las garantlas 

lndlvlduales de los gobernados, tal es el caso da la Constitución de la que hemos hecho 

referencia con antelación, que las trata del articulo 10., y hasta el 290., y el 123 que no 

se encuentra dentro dal capltulo primero, pero sin embargo regula los derechos da los 

trabajadores y en los que se rige la Igualdad, libertad, educación, trabajo, propiedad y 
segundad. 

Ahora bien, Rafael da Pina y da Pina Vara, conciben a estas como: 

lnatltuclonu y procedlmlenloa medl•nte loa cu•I• 11 conatltuclón polltlc• 
de un utedo aegura a loa clud•d•noa el dlafrule ¡111c~co y el l'ffpalo a loa 
darechoe que en ell• H encuenlr•n cona•ar•doe.<'º' 

SI bien, las garantlas de Igualdad se encuentran consagradas en los artlculos 10., 

2o., 4o., 120., y 13o., Constitucionales que llenen como base la consldaraclón de que 

21.· #Muo/ do/ Juicio do Ampato. Pég. 8. 

30.· -do-ho. Pég. 298. 
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todos los seres humanos somos Iguales en esencia y dignidad, por lo tenlo debemos 

disfrutar de las mismas poslbllldades de desarrollo y progreso, asto Implica evitar 

prlvflaglos Injustificados y estar todos en una misma situación ante la ley, esto significa 
evitar dlslfnclonea que ae hagan a las personas, tomado oomo base la raza, economla, 

religión e Incluso Ideas polltlcas. 

En a.ianto a las garantlas de libertad, estas son el respeto que el astado deba de 

tener para las libertades especfficas y determinación del gobernado, pues son 

lndlspenseblas para que el hombre consiga sus flnes. 

Por lo que hace a la garantía da propiedad, el nlglmen del derecho mexicano 

reconoce, respeta y proteja la propiedad privada de las tierras, siempre que no se 

revasen ciertos limhes de extensión, llamada esta pequeña propiedad, y que se 

ena.iantre en explotación. 

La garanlla de segw1dad jurídica asta se reflare a la observancia da fonnalklades, 

requisitos, condicionas, etc., por parta del poder público para qua su actuación sea 
oonathuclonalmenta v41kla para con al gobernado.'" 1 

De lo anterior se observa que los ciudadanos llenen el goce y disfrute de los 

derechos que la propia ley las otorga, siempre y cuando su goce ae haga en forma 

paclnca, concluyendo entonces que las garantías son derechos otorgados a los 

gobernados, los que ae dls!rutarlin dentro de los limhas y prohibiciones qua Impongan 

las propias layes creadas por el podar público. 

31.• BurgoaO,. lgnltlo. IM_l_P'cr. 151. 
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3.2. ANALIS/S DE LOS ARnCVLOS 14 Y 18 CONSTITUCIONALES. 

·~rt. 14.· A nl11t1un• i.y n I• dará •fecto retroactivo •n petfu/c/o d• 
pomona alguna. 

Nad/11 podrá nr privado d11 I• vid•, d111• libertad o do •u• 
prop/edadH, p08Hlona• od•rechoa •lnomedl•nfll/ulc/o 
HflU/do anfll lo• tribuna/e• pfflvlam11nt11 Htablocld08, on 

a/que ncumplan /u formalldado•-ncl•lu do/ proc«ll­
mi.nto y confonn11 •/u ley,,. expedid•• con anterioridad 
.• , hocho. 

En /08 jult:/08 d•lordoncrlm/MI queda prohibido Imponer, 

poi' •lmpl• •Ml0t1I• y aún por m•yorl• de razón, pene 
•lgun• que no e.re docrafed• por une ley oxac:fllmenfll 

•pi/cable •1 del/to de que n trata. 

En lo• jult:loa del onl#ln e/vi/, I• nntencl• dttf/nltlv• dtlberá 
nr confonne • la i.tn o • la /nfllrpn1tac:/6n Jurfd/ce de la 

ley, y • I• ,.,,. d• l•fll n fundllrá en loa princlploa 

gena,./e• d•I d•nn:ho". 

Dentro del contenido de este artfculo encontramos que se desprenden 4 garantías 

especlftcas, siendo la primera la de la lrrectroactlvldad de las leyes, pues an primera se 
prohibe el que por una ley puedan afectarse snuaclones o derechos constituidos por una 
ley anterior, y mas cuando causa perjuicio a alguien, y la segunda, esta se permite 

siempre y cuando produzca un beneficio, el ejemplo més viable ro encontramos en las 

layes penales. 
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La segunda es la garanlla de audlenda, esta prohibe que las personas puedan 

ser privadas de la vida, o de sus propiedades, sin un juicio previo que le haya dado la 

opoltUnklad de defenderse. 

Otra garantla que hace valer este ertla.do es la de legalidad en mat811a civil, en 

la que se Impone en la autoridad Judicial la obligación de fundar sus sentencias en la ley 
o en la Interpretación judicial de la misma y en última Instancia en loa principios 

generales del derecho. 

V por último la exacta apllcacl6n de las leyes en materia penal, la que señala solo 

Imponer las penas previstas por la ley en los diversos delttos sancionados por ella, 

debiendo aplicarse la prevenida por el caso y no por una slmllar, esta misma g81111111a 

Impide un castigo para una conducta que no este prevista corno deltto o hecho 

antljurldloo. 

Por último este artlailo en sus dos últimOS preceptos requiere los requisitos de 

fondo de las resoluciones judiciales, a través del control de legalidad que flnalmente le 

otorga fundamento al juicio de amparo contra las resoluciones Judldalos, llamado amparo 

casación. 

Respecto al contenido de este artlculo Htlctor Flx·Zamudro' • 1 comenta que el 
artlailo 14 en su úlUmo pArrafo se encuentra reforzado por lo eatablecklo en el numeral 

16 del mismo ordenamiento legal, toda vez que refiere que todo acto de autoridad debe 

constar por asalto, fundado y motivado, tomando en ruenta esto la mayorla de las 

resoluciones Judiciales sea aial fuere la materia, son Impugnados ante lo• tribunales 

federales del pala, por conducto del juicio de amparo, pues prooede por vtolaclón a los 

P~.50 



derechos lundamen1alea o cuando se lnfñnjan disposiciones legales secundañas e 
Incluso reglamentos. 

En este orden de Ideas, el oontrol de legalidad sobre el que hace mención el 

articulo 14 Constltuclonal, no solo deriva de el, sino también del 16 del que llataremos 
mu adelante, pues exllle una correlación entre ambos, no sin antes mencionar que lo 
hace en su correspondiente esfera normativa, pues consagran la debida y exacta 
aplicación de la ley, por lo tanto cabe hacer mención lo manlleslado por el maestro 

Bwgoa en su libro El Juicio de Ampwo.' 11 > 

... El control de legellded ae ha Incorporado a le teleologla del lulclo de 
amparo deede que el principio de legellded Inherente a todo r6glmen de d•r! 
cho .. erigió a la categorle de g•antla c:onatltuclonel. 

Lo que se traduce en cualquier acto de autoñdad que contravenga a la ley 
secundarla que norme el acto, estará violando concomltantemente esta garantfa, dando 

como consecuencia pauta al amparo que deberá hacer valer el gobernado una vez que 
haya Interpuesto los recursos de que disponga, este a su vez se traduce en el pñnclplo 

de delinltlvldad. 

Aun cuando hay diversas opiniones al respecto, de lo que si estamos seguros es 
de que el juicio de amparo hecho valer respecto del control de legalidad debe 

dovolversele su pureza y no permitir más degeneración, pues si bien es cierto es un 
derecho concedido al cludadflno, este ha abusado de él y muchas veces es utilizado sin 

razón. 

De todo lo anteñor concluimos que el control de legalidad ha quedado enfática· 
mente asumido por el juicio de amparo dentro del articulo 107 Consutuclonal, ya que da 

n.. P6g.152. 
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origen a dicho Juicio en contra de las sentencias civlles o penales o por vfolaclón a los 

prooedlmlentos o leyes sustanUvas y prooasales que las rigen. 

Asl oomo tambldn tutela la vida, toda vez que esta se traduoe en la existencia del 

sujeto frente a actos de autoridad; la llbertad, frente a actos de autoridad que pretenda 

restrfnglrla o qultérsela en su totalidad al lndMduo; en ruanto a la propiedad proteje los 

tres derechos subjeUvos oomo son el uso, disfrute y disposición de una oosa, siendo el 

primero de estos derechos, la facultad de utlllzar por parte del propietario para dar 

satisfacción de una neoesldad; el disfrute; el propio dueño puede hacer suyos los frutos 

y por últlmo quien detente la propiedad puede efectuar todo tipo de actos de dominio; 

flnalmente la posesión que va llgada a la propiedad, esta se preserva mediante la 

audiencia que antecede a la sentencia. 

"Art. 14· Nadie puede •r moleaflldo en su peraotw, familia, 

dom/el/lo, pepe/ea o posesiones, a/no en virtud de 

mlltldMniMto escrito de le autorldlld oompef!fnte, que 

funde y molln la ceuN /egll/ del pt'OCfllllmlanto. No pod~ 

//btwr,,. nlngun• orden de aprelHlnal6n o detencl6n •no 

Nr por le llUforidMI /udlt:lel, aln que proctHI• denuncia, 

11CUNCl6n o quetwlle de un hecho determlnlldo que le ley 

castigue con petw corpotal, y .in que están •poyadu equt. 
/lea por dtlt:lerec/6n, be/O protesta, de peraotw digna de 

fe o por otro delo que hege ptObeb/e le reaponablllded 

del /ncu/pedo, hechll excepc/6n de loa - de f/agtwnle 
delito, enquecue/qulerpereonapuede.,,,.,,.ndflraldelln­

cuente y ••u• c6mp/lt:ee, pon1'ndoloa, aln demora,• di• 
¡J09/c/6n de le autorldMI lnmedl•I& Solamente en cuoa 
u1r1enlea, cuando no haya en el lugar ninguna •utorld8d 

/ud/c/al y lraUndOH de del/toa que .. pera/iJuen de oficio, 

pod~lellUforldadedmlnlahllw,baJoaumnfJ8fnreharn _ 
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ponNb//ldMJ, d«:ntlar I• detención de un BUudo, 

poniéndolo lnmedla,.,,,.nle • d/1pa.lcl6n de I• 1HJlorlded 

/ud/clal". 

En principio este articulo prohibe a las autoridades Inferir a los partlculares todo 

genero de molestias siendo una aprehensión, cateas, vtsttas domlcillartas, etcétera, a 

menos que se cumplan con determinadas exigencias que asilo justifiquen y siempre que 

se realicen cumpliendo con los requlsttos establecidos por el propio articulo. 

Asf también de este articulo se desprende que toda orden de aprehensión debe 

ser librada por autoridad judicial o competente, expresando en ella el motivo y sobre todo 

el fundamento legal en el cual se apoye. esto para que el aprehendido pueda darse 

cuenta de la acusación hecha en su contra, e Incluso de ahi mismo que se dedujo el 

peligro que lmpllcarfa otorgarle estas mismas facuttades a las autoridades administrati­

vas, por lo que solo pueden realizar determinados actos que vienen a fortalecer y 

legalizar su actuación. 

Ahora bien, del contenido de este articulo se desprenden tres requlsttos esenciales 

pans la detención de una persona. 

1.- Que ninguna persona puede ser molestada en su domicilio, familia, 

posesiones, y papeles, esto es que no podrá ser afectada ninguna persona 

en sus Intereses particulares y bajo ningún concepto y bajo ninguna actlvt­

dad que el propio sujeto emprenda. 

2.- La excepción es únicamente el mandamiento escrito por autoridad 

competente que este facuttada pans llevar a cabo determinadas funciones 

respecto a la competencia, esto es únicamente en cuanto a los actos que 

ejecute, pues provienen de un mandato social, ante la necesidad de 

preservar los derechos fundamentales de una comunidad. 
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3.- Este se refiere a que las autoridades solo pueden hacer lo permitido por la 

ley y lo que no se apoye en estas carece de base legal y por lo tanto es 

una arbltrariedad. 

Cabe hacer mención el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación el que Indica: 

El requlalto da fund81nentacl6n y moUvacl6n exigido por el arUculo 111 

eon.tltuclon•I al tercer rango de una garenlfe lndlvldual Implica para lu 

eutorldedu de cualquier catagorla que nin .. en, le obllgeclón de actuar 

alempre con apoyo • I• ley y • le propia Conatltuclón de manera que aus 

ectoa no aparezcan emlUdoe arbitrariamente.' 14 l 

En este orden de Ideas el Ministerio Público por ser el representante social, debe 

ser quien recoja la acusación, denuncia o querella, quien una vez que haya examinado 

la presurita responsabllldad de un sujeto, procederá a consignar los hechos constitutivos 

del delito ante la autoridad Judicial correspondiente, y su ejecución la hará la pollcla 

judlclal reallzándola en los ténnlnos Indicados por el propio fallo. 

Al respecto existe la tesis de Jurisprudencia Ylslble bajo el número 723, 

pronunciada por el más alto tribunal de la República observable en la página 1335 del 

Ap!ndlce de Jurisprudencia 1917-1985, tomo 11, la que dice a groso modo que para la 

procedencia de una orden de aprehensión no es sUllclente que esta haya sido dictada 

por la autoridad Judlcllll competente, en virtud de la denuncia de un hecho que la ley 

castigue con pena corporal, por lo que el Juez deberá hacer un estudio de las 

circunstancias en que el acto haya sido ejecutado para determinar si la orden de captura 

constituye o no Ylolaclón de garantfas. 

M..- Op. Cit. 34. P<lg. 43. 
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Por otra parte, en cuanto al campo de acción de las autoridades administrativas 

estas solo la Uenen para un caso urgente sin orden judicial la que conduce hasta la 

arbitrariedad, lo que origina entonces, que esta autoridad eVfle que se sustraiga de la 

acción de fa justicia el lndlVlduo que haya cometido un delito persegulble de oficio. 

Finalmente el cateo tiene por objeto aprehender a una persona mediante una 

orden dada por autoridad competente, o la búsqueda de objetos que se encuentren en 

el lugar .. 

Gercla Ramlrez, manifiesta al respecto que: • eai. debe eallmliraele como un 

regl•tro o •ll•1111mlenlo •ulorlzacfo por I• propl• Conatlluclón.< •11 

Por lo tanto, el contenido del arllculo en comento visualizamos el término n•dle, 

vocablo que el propio maestro Burgoa< 11 > en su ob;a Lu G•r•nllH lndlvlduale•, 

lo conceptualiza como nlngun• peraon• reftrléndos9 al mismo tiempo a la esferajurldlca 

de todo gobernado donde tiene cabida lo establecido por el ar U culo 1 o. ConstltUcional, 

numeral en donde no se distinguen razas, sexo, nacionalidad e Incluso ldeologla, etc., 

por otra parte cabe hacer mención también al acto de autoridad, que si bien Implica -­

un acto de molestia y viene a perturbar le tranqullldad efe una famllla, y es asl, que esto 

puede ser causa efe un acto meramente administrativo, lo que muchas de las veces 

toman causes distintos a los Imaginables, pues por este Upo de cuestiones las personas 

se ven afectadas en su patrimonio y como consecuencia lógica la propia personalidad 

del lndlYlduo dentro de la esfera jurldlco·social en que se desarrolla corno miembro de 

una sociedad. 

Bajo otro punto de vista encontramos a los derechos, que Implica operar en una 

esfera de derechos !amillares, pues afecta a todo un grupo no obstante que la molestia 

11..• ---P6g.11G. 

:l<I..· Pig.1184. 
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se realice en una persona especifica, pues concierne mas que ·nada al estado ctvll que 

guarda el gobernado; por otro lado al mencionar domicilio, esto Implica hablar del hogar 

en el que realiza la comunicación con su lamllla; por papeles debemos entender, todos 

los documentos de que puede disponer una persona, en lo que Interesa deberán ser 

constancias, asaltos de un acto jurfdlco, las quo se deberán poner a salvo y evitar 

comprometerlos; finalmente las posesiones, como estas están ligadas a la garantla de 

audiencia por el ya mencionado artículo 14 del ordenamiento en cuestión, cuando se 

lleve acabo una molestia en estas deb<Jrán, exigirse que estén ajustada al acto de 

autoridad. 

Lo que quiere decir que la violación a cualquiera de las garantías previstas por el 

propio artículo 16 dsl máximo ordenamiento legal constttuyen motivo más que suficiente 

para hacer valer el juicio de amparo, más aún si al estar hablando de garantías de 

seguridad hablamos también de el de legalidad, ya que están íntimamente relacionados, 

por lo que el artículo 14 y 16 Constttuclonafes dan origen por fo tanto a fa garantla de 

seguridad jurídica. 

El propio numeral 16 Constitucional hace consfsUr los actos vlolatorlos en una 

molestia, para los partlculares lo que ocasiona que esta tenga mayor alcance que la 

contenida en el 14 del mismo ordenamiento, toda vez que el artfa.ilo en oornento lo trata 

como una violación realizada por una autoridad si el acto de molestia no esta 

fundamentado confonne a las leyes sea.indarlas a que se contraen los hechos, 

Ahora bien con la reforma realizada al artlculo 16 Constitucional publicada en el 

Diario Oficial de fa Federación el tres de septiembre de el año en curso Y que entro en 

vigor el dla siguiente se puede establecer que la orden de aprehensión solo seré librada 

única y exclusfvamente por la autoridad judicial, siempre y a.iando el deltto sea 

sancionado con pena privativa de libertad. 
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En virtud que la autoridad que la ejearte deberá poner al Indiciado a disposición 

del juez de la causa Inmediatamente. 

Por lo que ahora en esta reforma es más claro y queda entendido que la única 

autoridad con facultad para dictar una orden de aprehensión lo es el Juez, siempre que 

sea un delho cuyo término medio arllméUco rebase los cinco años y no tenga derecho 

al beneficio de la libertad caUcfonal y quien ejearte dicha orden sin demora alguna tendrá 

la obligación de ponerlo a disposición de el Juez que lo reclame pues de lo contrario se 

vlolarlan las garantlaa. 

Concluyendo que la pérdida de la libertad flslca solo va a proceder de una 

autoridad judicial pues se le atribuye una responsabilidad que aún y cuando no se tenga 

por comprobado el cuerpo del deltto, existen datos que hacen presumir su probable 

responsabilidad, caracterlstlca clara y diferencia de un acto de formal prisión, previsto por 

este conjunto de leyes en el numeral 19, donde se habla del término constitucfonal, 

finalmente diremos que la aprehensión es el cumplir una orden para someter a un sujeto 

a un procedimiento y la d~erencla con la detención es que con esta no se va a someter 

al lndMduo a proceso, sino solo se sollctta su Investigación. 
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Muco J•rfllko • 111 ~" • A.tn"-"'" •• 11 Jlddo "- A..,PUD 

3.3. ANAL/SIS DE LOS ARTICULOS 103 Y 107 CONSTITVCIONALES 

El estudio que se emprenderá ahora pondré de manifiesto la finalidad y el objetivo 

principal del juicio de amparo, pues los artlculos a tratar establecen los requisitos e 

hipótesis en las a.iaJes procede el Juicio de garantlas. 

"At1. 103.· La.trlbulllllttsdel•fed•rricl6n19.a/v1111lntod•controvetWl•que 

•e.uM:lte: 

1.. Por leye• o .:ta. de I• •utorldad que vio/en 1 .. prMlia 

lndlvldu•ln. 

11.· Por i.ytts o .:ro. de ta aulorldlld ftld•tWI que vulne19n o 

,..trln/•n 1• •obetanl• de lo• ••tllda.,y . 

111.· Por leyee o .:tae de 1 .. autarld11dnd• .. ro. qu• lnvadiln 

111 ufer11 de le autoridad federal. 

De Jo anterior puede colegirse que el juicio de amparo solo procede contra Jos 

actos de las autorfdades, más no contra actos de Jos partla.ilares, por lo tanto, constttuye 

la mejor de las garantfas para el goce de los derechos de un Individuo, asl mismo como 

su ftnalfdad es verfflcar si el acto motivo del recurso Interpuesto es ajustado a Jo que 

exige la propia constttuclón y por úlllmo restttulr al agravJado en el goce del derecho 

Violado. 

Lo que quiere decir que el amparo es procedente por Violación de garantlas 

lndlvlduales, derechos otorgados por la propia Constitución. 
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Maf'CQ Juri4Jco ú la Onún M AptwMnsldn .n ~l Juldo M AMparo 

El Maestro Burgoa1171 menciona a grandes rasgos, respecto de los alcances 

que llene el articulo en comento que si bien el referido numeral llene como objetivo 

primario tutelar la Constitución, también lo es que solo su vigilancia va a estribar en lo 

que son los 29 primeros artlculos, cuestiono este Idea muy respeteda por ser de quien 

es pero temblén veamos que no solo es en esos artlculos que se esleblecen garantías 

lndlvidualas, pues ejemplo claro lo encontramos en el articulo 31, fracción IV da la Carta 

Magna, que se refiere a los Impuestos que equitativamente debemos aportar, pues si 

bien al Congreso expide una ley de hacienda que viene a perjudicar a un numero 

determinado de Individuos con sus nuevas disposiciones, ¿no estarlamos a caso ante 

una violación de garantlas?, claro que si pues aunque dicho precepto no este dentro del 

primer capitulo también bajo mi opinión es una garanlla, que en un momento determina­

do se constituirá en Individual. 

Toda vez que el articulo 103 estebleca que como ya se mencionó anteriormente 

llmltaclones, la procedencia del recurso que plasma en su contenido es muy amplia, pues 

llene el alcance de los artlculos base como son el 14 y 16 de nuestro máximo 

ordenamiento legal. 

La competencia del articulo 103, en relación al articulo 14 en cuanto al concepto 

de autorld•d competente, pues tiene a su vez relación con el 16, dado que la 

Interposición del juicio de amparo va a estribar cuando existe una exhorbltaclón por parte 

del órgano estatel, esto es, cuando este órgano vaya más allá de lo que le permite la 

constitución o actué sin tener ninguna atribución concedida por la ley, pues esto va a 

originar un agravio personal. 

Ahora bien de este articulo vislumbramos primero la protección de las garantlas 

Individuales contra los actos de autoridad y las leyes que de este se derivan y segundo, 

la tutela del régimen federal a través de los derechos fundamentales Infringidos por 

37.• l!I Julo/o do Am,_,, Pl.g. 250. 
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autortdades federales ruando Invaden la asiera de acción o autonomla de las entidades 

federativas o Viceversa. 

Respecto de la primera es la protecdón de todos los derechos fundamentales aún 

y ruando se traten de articulas que no están consagrados en el primer capttuk> de 

nuestra Constitución, la protección a que se alude va més allá de nuestra Carta Magna, 

pues Incluye hasta un reglamento Municipal. 

Por lo que hace al segundo de estos puntos, ha de decir que por provenir de una 

ley o un acto de lo que se llama una autoridad competente llegue a Invadir la esfera de 

una anudad federativa o bien que una ley expedida por esta Invada la esfera de acción 

federal, se considera entonces que pro Viene de una autoridad lnoompetante y por lo tanto 

Vicia garantias lndlVlduales. 

Concluyendo entonces que el juicio de amparo procede única y exclusivamente 

contra actos de autortdades y no se admite contra actos de particulares. 

En cuanto al contenido del articulo 107 del máximo ordenamiento mexicano, ha 

de decirse que en este se plasman los prtnclplos en los cuales va a radicar la 

procedencia y la existencia del Juicio de amparo, teniendo como primer principio la 

Instancia de parte agraVlada, debiendo entender por egraVlo el causar un daño, presente, 

pasado y futuro, perjuicio directo a una persona siendo el menoscabo o detrimento que 

se hará a esta debido a la actuación de una autoridad y que conlleve a la violación de 

una garantla lndlVldual. 

Segundo, principio de la proseaJclón judicial del amparo, lo que se traduce en la 

sustanciación, empezando por la demanda, contestación, audiencias de pruebas, 

alegatos y sentencia; bien dado que dentro del juicio de amparo se sigue un prooedl· 

miento donde cada una de las partes va a defender sus pretensiones, pues el agraVlado 

y la autoridad responsable harén valer cada ooo por au lado, k> que considera 
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el primero de ellos que no se llevó a cabo en la secuela procedimental de origen, y la 

autortdad o autoridades responsables tratarán de Justificar el heCho del acto reclamado. 

Tercero, principio de relatividad de las sen!enclaS contenido en la fracelón 11 del 
ar1lculo en estudio explica lo relativo a la lnconstttudOnalldad de los actos amttrartos, que 
originan el desqulslamlento del ordenamiento jurldlco entablando y con este se da fin a 

fo que una autoridad llega a considerar como cosa juzgada, pues con el control de 

constltuclonalldad que se ejeroe llegan a tener electos de absolutos y originan el cllClaJ' 

nuevamente una resolución, bajo lo eS1ablecldo por el propio fallo de amparo, ya que la 

finalidad de este prfnclplo es la congruencia de una ley con la lnlciatlva del agravio, lo 

que trae como consecuencia que los trtbunalas federales dentro del juicio de amparo 

declaren la lnconstttuclonalldad de una ley, que por ende no se va a seguir aplicando o 

bien lo mal aplicada que esta fue. 

Esto se traduce en la llamada formula Otero, lo que establece que la sentencia 

aolo se ocupará de lndMduos en palllcular a los que amparará y protegeré, dentro de 

los elcanoes de la queja o demanda sin generalizar sobre la ley que la motive; y por otro 

lado el segundo párrafo a que haoemos referencia es el que se ocupa de la suplencia 

de la queja ya que este prfnclplo otorga lacultadea a los jueces de oorreglr tos defectos 
que puedan presentar una demanda de amparo, cuando las partes no cuenten con el 

asesoramiento adecuado, esto en la practica se da generalmente en la materia agraria, 

pues son gente que no cuentan con recursos económicos y no tienen una pr&paración 

apta para enfrentar un juicio de este tipo, esto es el campesino de Méxlco, entendiéndo­

se con posterioridad a los actos que afecten a menores o Incapacitados. 

En fo que respecta al prtnclplo de deflnltlvldad o relattvldad de las sentencias, este 

es la obllgacldn del quejoso de agotar todos los recursos ordinarios de que dispone antes 

de solicitar o recurrir en amparo la resolUcidn emitida, pues de no haber reourrfdo esta 

mediante un recurso ordinario el amparo serla Improcedente, dentro de este pnnciplo 

enconlramos sus exoepclonas como son los actos pr&vlstos por et articulo 22 
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Constitucional, el auto que se dicte dentro del ténnlno conslltuclonal, pero si a este auto 

se apela y con posterioridad se desiste, el recurso conslltuclonal recobra fuerza, pues 

solo se quita un obstáculo de tipo legal, para dar cabida al conslltuclonal, tampoco va a 

operar el principio eludido cuando el acto reclamado tiene por objatiVo violar las garantlas 

constitucionales otorgadas en los artlculos 14, 16, 19 y 20, esto es en ordenes da 

aprehensión cuando una resolución niega la libertad bajo fianza o controversias 

procesales en juicios penales. 

Sin embargo en materia laboral tampoco es necesario agotar los recursos 

ordinarios para poder recurrir en laudo mediante amparo; y en matarla administrativa la 

ley que rija el acto reclamado Impone mayores raqulsttos que la propia Lay de Amparo 

para otorgar una suspensión si dicho juicio no suspende el acto reclamado en materia 

clvll las Vfolaclones hachas al procedimiento se harán valer en amparo con agravios. 

En la suplencias de la queja el juez que primero conozca del acto ordenará la 

suspensión del acto reclamado para evitar asl que se consuman los hechos que pongan 

en peligro la vida, libertad o derecho de un núcleo agrario. 

En conclusión el artlculo 107 ConslltUclonal establece cinco principios fundamenta­

les que se traducen en : 

1.· La protección da los tribunales no opera automáticamente as necesario que 

una persona resienta al ataque da la autoridad en los derechos primarios 

y soliclla la protaoclón de la Justicia Federal. 

2.· Todo procedimiento debe tener una forma, en la qua al quejoso exponga 

aus razonamientos y pruebas apoyando su demanda y asl también que la 

autoridad responsable tenga oportunidad de defenderse y demostrar qua 

sus actos están ajustados constitucionalmente. 
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3.- Las sentencias de amparo solo son favorables el quejoso y no benefician 

a todas las personas, solo al promovente. 

4.- El amparo solo puede promoverse una sola vez, cuando ya se hallan 

agotado los recursos ordinarios para el caso oonaeto. 

5.- Las sentencias concedidas' en amparo serán cumplidas en todos sus puntos 

por las autoridades responsables, bajo apercibimiento que de no haoer1o 

asl, serán separados de su cargo y consignados ante las autoridades leda· 

ralas, cosa que generalmente no se hace, pues lo más que se llega a hacer 

es requerir al superior para que se de cumplimiento de la ejecutoria dictada 

dentro del término de 24 horas a partir de la legal notificación, según lo esta 

blece el propio articulo 105 de la Ley de Amparo. 
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3.4. PROCEDENCIA DE LA DEMANDA DE AMPARO. 

Primero que nada empezaré por hablar sobre la demanda de amparo según el 

punto de vista de algunos tratadistas, el maestro Juventlno V. Castro,<"' 1 cita a José 

Ramón Palacios el que dice que: 

Ea un •cto proceNI con el que M lnlcl• el proceeo de 11•r•nlf••· 

Y por otre perle Pallares la considera como todo un acto de declaración de 

voluntad unilateral promovido por uno o varios sujetos y mediante el que se ejercita una 

acción de amparo. 

En lo que estamos de acuerdo es en que es un proceso en el que se ejercita una 

acción para hacer valer los derechos que no dio oportunidad una autoridad en primera 

Instancia o bien por que le violan garanlfas las consagradas por Ja Carta Magna, a quien 
promueve dicho juicio constttuclonal, el que desde ase momento se llamará quejoso. 

Ahora bien, dentro de este juicio no existe una contmdemanda o constestaclón a 

la misma, algo muy particular y que lo diferencia de otros juicios es que al rendir el 

lnfonne juatlfleado a que se refiere el articulo 14g de la Ley de Amparo, la autoridad esta 

de una fonna más simple dando contestación a lo que el particular le reclama, GSla se 
concreta a daclr al es o no cierto el acto producto del Juicio conalltudonal. 

Pues bien, el amparo Indirecto prooederá alempm y cuando se trate de juicios en 

los cuales ya se hayan hecho valer los recursos con los cuales cuenta antes de 

Interponer amparo o laudos definitivos pues deciden el juicio en lo que es la conslltuclo­

nalldad o lnconslltuclonalldad de un acto y como de este es lo que se reclama, su 

tramitación será a dos Instancias, dado que en contra de la resolución que se dicte se 

:11.• -Clu do /unpMo. P'cl. -
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puede reamr en revisión ante el Tribunal Colegiado de Circuito o la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. 

En este orden de Ideas en lo que Interesa la demanda de amparo que se 

promueve por una orden de aprehensión seré un amparo directo cuando la autoridad 

responsable sea un Juez de Distrito, un Juez del orden común o bien una autoridad 

administrativa que en últlma Instancia y de acuerdo a la Interpretación que se hace con 

antelación el articulo 16 Constitucional, no tiene ninguna facultad para librar orden de 

aprehensión, reaprehenslón o comparecencia, pero sin embargo lo hacen con fines 

Intimidatorios, pues como ya mencioné en un capitulo anterior, en realidad lo que estas 

autoridades administrativas hacen es una orden de Investigación disfrazada pero con 

todas las caracterfstlcas de una orden de aprehensión, por lo tanto es una de las muchas 

cosas que aún no entienden los Ministerios Públicos en ambos fueros, ya que son según 

estadfstlcas un 60% o 70% de los juicios que se µromueven ante los Juzgados 

Federales, contra la mal llamada orden de aprehensión siendo en estos las autoridades 

responsables de tipo administrativo. 

De acuerdo a lo anterior al articulo 22 da la ley qua nos ocupa en su fracción 11, 

establece: 

"Att. 22. Fl'tlcc. l.- Se exceptú•n de lo dlepueeto por el articulo 

•nterlor. 

//.- Loe ectoe que Imponen peligro de prlvecl6n de 1• 

vide, •""11H1• • 111 llberted 1»reonel ••• o cuelqu/el'tl de loe 
ectoe prohlbldoe por 11/ ettlculo 22 Conetltuc/one/". 

Por lo qu!' en estos casos la demanda de garantfas podré Interponerse en 

cualquier tiempo, reuniendo los requisitos y caracterlstlcas que este requiere, como: el 

nombre del promovente o quien promueve en su nombre, o sea un tercero, o afectado 
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directo, domlclllo, por otra parte en este Upo de demandas nunca existe un tercero 

pe~Udlcado por lo tanto habrá que omitirla, las autoridades responsables, el acto 

reclamado, la fecha en que tuvo conocimiento de esto, las garantlas Violadas, las que 

siempre se citan son el 14 y 16 Constitucionales, ya que quien dicta este tipo de orden 

no es autoridad competente de acuerdo a la Interpretación que se hace del contenido del 

último numeral, dicha demanda se hará por escrtto y dlr1glda al Juez de Dlstr1to en tumo, 

cabe hacer mención que respeclo de esta última autor1dad existe una gran contradicción 

pues algunos estudiosos del Derecho manlflestan que esta demanda deberá ser 

presentada ante la autoridad que resida dentro del territorio donde se trate de ejecutar 

el acto o bien el lugar de residencia del quejoso, ante esto, cabe hacer mención lo que 

señala el propio articulo 36 de la Ley de Amparo pues este establece que deberá ser el 

Juez de Dlstr1to donde deba tener ejecución el acto que se reclama, y si se ha empezado 

a ejecutar en una circunscripción y sigue ejecutándose en otro, serán entonces 

competentes cualquiera de los dos jueces.a prevención, y por úlUmo será competente 

el Juez donde resida la autoridad que haya dictado el acto reclamado; a este respecto 

son aplicables algunas tesis de Jurisprudencia citadas por Alberto Pérez Dayan,1 •>en 

su obra Ley de Amparo Comentada, bajo los rubros: 

1.• COMPETENCIA,CORRESPONDE AL JUEZ DE LUGAR LA EJECUCION 

DEL ACTO RECLAMADO, AUN CUANDO EL DOMICILIO DE LA 

AUTORIDAD RESPONSABLE SE ENCUENTRE EN LA JURISDICCION 

DE OTRO JUEZ. 

2.· COMPETENCIA,CORRESPONDE AL JUEZ DEL LUGAR LA EJECUCION 

DEL ACTO, AUN CUANDO ESTE CONSISTA EN UN DECRETO, SI SE 

ADVIERTE QUE SE RECLAMAN SUS EFECTOS E INMINENTES 

CONSECUENCIAS. 

B.• P6g. 106 • 106. 
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3.· COMPETENCIA.CORRESPONDE AL JUEZ DEL LUGAR LA EJECUCION 

DEL ACTO, AUN CUANDO SE HAYAN CONSUMADO. INTERPRETA· 

CION ANAl.OGIA INCORRECTA DEL ARTICULO 38, PARRAFO 

TERCERO DE LA LEY DE AMPARO. 

4.· COMPETENCIA DE LOS JUECES DE DISTRITO, EN EL AMPARO. 

Concluyendo entonces que la autoridad que deberá conocer de la demanda de 

amparo será aquella que se ancuentre dentro del territorio donde se trate de ejecutar el 

acto reclamado, o tenga residencia la autoridad ordenadora, de acuerdo a lo establecido 

por el artículo 36 de la ley en comento, debiendo presentarla el quejoso o representante 

como ha quedado establecido y mediante escrtto, exhibiendo para ello las coplas 

necesarias para todas las autoridades responsables, una más para el Agente del 

Ministerio Público Federal al que sq le llene que dar la Intervención que legalmente le 

otorga la propia Ley de Amparo, más dos más por si solicitan la suspensión provisional 

del acto reclamado, pues se ordena en el acuerdo de admisión que se habrá en 

cuaderno principal y en el cuerpo de este proveído a su vez se ordena abrir por 

duplicado y separado el Incidente de suspensión, sin que en un momento determinado 

la resolución Interlocutoria dictada en este úttlmo Influya en la que se deba de dictar en 

el cuaderno o juicio principal, ya que tanto principal como Incidente corren por cuerda 

separada, entendiéndose por esto que la resolución Incidental no lnllulrá en ningún caso 

el dictar la principal. 

Por otro lado este ¡uiclo también se da cuando se promueve de Juez de Distrito 

a un similar, esto es cuando se promueve un Juicio de amparo en contra de actos de un 

Juez Federal y quien tiene que conocer será un similar, lo que slgnlllca que efectiva­

mente puede o no existir el acto reclamado, toda vez que siendo autoridad judicial es 

competente de acuerdo a lo establecido por el artículo 16 Constitucional, y puede librar, 

negar o reclaslflcar la orden que se reclama por parte del fiscal federal esto se da en las 

llamadas averiguaciones penales o también consignaciones sin detenido, pues no se les 
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Mot<0 JgrUJa> • lo ""'1r • ,Y.. .. orl6• •• •I Jrddo M .t.,.,. 

considera procesos, dado que el o los sujetos presuntos responsables en la comisión del 

lllcito contre los que se sollclta Incoar la acción penal, se encuentran sustraldos de la 

acción de la justicia, por lo que en consecuencia con fundamento en lo estipulado por el 
articulo 411 del Código Federal de Procedimientos Penales, se declarará suspensa hasta 

en tanto se logre la captura de o los presuntos Indiciados, para que una vez que se logre 

lo anterior deje de ser avertguaclón penal y se convierta en proceso o causa penal pues 

se llene el Indiciado matertalmente, mismo al que se le sujetará a termino constitucional, 

previa declaración preparatoria y se le seguiré un proceso en el cual el procesado tendré 

la oportunidad de ofrecer las pruebas que estimaré pertinentes encaminadas a probar 

su Inocencia. 
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3.5. SUBSTANCIACION DE LA DEMANDA DE GARANTIAS 

CONTRA LA ORDEN DE APREHENSION. 

El gobernado a fin de evitar las molestias que Implica el ser privado de la libertad 

tiene el derecho de ocurr1r en amparo ante una autoridad federal. 

Esta demanda corresponde al juicio de amparo bl lnstancial o Indirecto la que se 

promoveré ante un Juez de Distrito y es ante esta autoridad ante quien el quejoso podrá 

ofrecer todas las pruebas que estima pertinentes para demostrar la lnconslltucionalldad 

del acto reclamado, pruebas a las cuales el Juez podré dar el valor probatorio que 

mereciesen y las que tiene por objeto destruir el valor de aquellas en que el Juez de la 

causa se apoyo para dictar la orden; el valor que el Juez de amparo de a las probanzas 

que el quejoso presente no Implica una Invasión de esferas de competencia para con el 

Juez de origen. 

Para este caso se solicitaré siempre la suspensión provlslonal del acto reclamado 

y los efectos consisten en que el Juez de Distrito dicte las medidas precautorias que 

esUme necesarias para el aseguramiento del quejoso a electo da que este no se 

substraiga de la acción de la ¡usUcla, en caso de no concederse, el amparo bien otro 

afecto es el que se concede la suspensión provlslonal en la cual el quejoso queda 

obligado a presentarse ante la autoridad responsable y requlrlente dentro del término de 

setenta y dos horas a partir del otorgamiento de la garantla a rendir su declaración 

preparatoria sin restricción de su libertad, siempre y cuando el dellto por el que se le 

sigue la causa no exceda en el término medio aritmético de cinco años, de acuerdo a lo 

establecido por el articulo 20, fracción 1, de la carta magna, en la Inteligencia de que al 

transcurr1r el término de las 72 horas, la suspensión provlslonal deja de surtir efectos por 

el cambio de situación ¡urldlca prevista por el articulo 73 fracción X, de la ley de la 
materia lo que ocasiona como consecuencia que se sobresea en el Juicio de acuerdo a 

lo establecido por la fracción IV, del articulo 74 de la Ley en comento. 
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3.8. LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO. 

De acuerdo a lo estipulado en el artlcl.llo 5o., de la Ley de Amparo en el juicio 

de garantías intervienen como partes los siguientes: 

•) Que)o•o(•) o agr•vllldo(e), 

b) I• •ulorlded o •utorld•dff rHponnbl .. , 

e) el tercero perjudlC8do, el que puede aer: 

1• contra-parte 

el ofendido. 

d) El Mlnlaterlo Público Fecler91. 

El quejoso o agraviado puede ser la persona ffslca o moral que sea el tllular de 

la acción de amparo, pues como lo estabiece el articulo 103 Constitucional es a quien 
se le ocasiona el agravio personal y directo, vlolando consewentemente una garantla 
Individua!, dentro de este renglón podemos considerar también el Estado cuando esta se 

conduzca como propietario de los bienes que se afecten. 

Ahora bien este recurso lo puede hacer valer la parte a quien perjUdlque la Ley, 
al tratado Internacional, el reglamento o el acto que se reclame pues si sigue a Instancia 

de parte agraviada oomo lo estipula la fracción 1, del articulo 107 Constitucional. 

Asl también en la propia Ley que nos ocupa en el numeral 6o. establ- que un 
menor puede pedir amparo aún sin la Intervención de un representante legitimo, caso 
únloo en que el Juez nombrarll a un representante para que Intervenga y este propio 
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precepto lo autoriza para que en caso de tener 14 años a hacer la demanda y designar 

a su representante, 

En el caso que nos ocupa es la persona llslca quien tiene la titularidad de gozar 

de las garantla Individuales consagradas en la ley fundamental y la condición de 

gobernado, pues es en contra de este que la autoridad tratará de ejecutar el acto 

privativo de libertad, perjudicando en consecuencia su esfera jurldlca. 

La lraoclón 11 del ar1lculo 5o., que nos oaJpa establece a la autoridad responsable 

como el órgano estatal con poderes o facultades de decisión o ejecución que Infringe la 

esfera de garantlas Individuales produciendo un perjuicio personal y directo; en el juicio 

de amparo esta obtiene el carácter de contraparte del quejoso pues es al rendir el 

Informe jusllflcado que da contestación a la demanda formulada por el agraviado, 

concretamente mMlflesta entonces si es o no cierto el acto que se reclama. 

La lraoclón 111 hace referencia a los terceros perjudicados los que se consideran 

la contra parte del agraviado o cualquiera de las partes en los juicios no penales cuando 

se Interpongan por persona extraña al mismo. 

En amparos penales, lo será el ofendido o quien tenga derecho a la reparación 

del daño o a exigir la responsebllldad civil y en los administrativos quien haya gestionado 

en su favor el acto que se reclama, en consecuencia el tercero perjudicado será el sujeto 

que dentro del procedimiento tenga Interés legitimo en el acto que se reclama, en 

consecuencia el tercero perjudicado será el sujeto que dentro del procedimiento tenga 

Interés legitimo en el acto que se reclama como vlolatorio del garantlas en la estera 

jurldlca del gobernado. 

Bajo mi par11cular punto de vista este sujeto no existe en el tipo de aoclón que nos 

ocupa, y la lraoclón IV nos hace referencia al agente del Ministerio Público Federal figura 

de la cual nos ocuparemos en punto por separado y en capltulo siguiente. 
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CAPITULO IV. 

AUTORIDAD EN EL JUICIO 

DE AMPARO EN NUESTRO 

ESTUDIO 



El hablar respecto de la autoridad en el juicio de amparo, es Involucrar un tanto 

a.ianto lo que eatablece la propia ley de la materia en su fracción 11 del articulo 5o., 

referente a las partes dentro del juicio de garantfas, ahora bien autoridad no solo significa 

el poder mandar o hacer obedecer, sino es una persona al frente de una dependencia 

administrativa revestida de poder, asl llene Ja potestad legalmente conferida y recibida 

para ejercer una función pública. 

En el presente capltulo se tratará a el Juez de Distrito como autoridad y a la 

organización del Ministerio Público como parte de estas autoridades, pero no sin antes 

hacer una diferencia entre lo que es la autor1dad como juez de amparo que llene una 

función totalmente diferente a la que ejerce la autoridad responsable a la que los juristas 

de Pina y Pina Vara la conceptuaJJzan como: 

... aquella "que dicta u ordena, ejecuta o trata" da ejecutar Ja Ley o el acto 

reclamado.< 401 

A diferencia del Juez de Dlstr1to que es quien va a conocer y resolver respecto del 

juicio de garantfas hecho valer y además es una persona totalmente neutral, dado que 

no debe tener Interés ninguna de fas partes, finalmente este llene que darle Intervención 

al Ministerio Público como.lo marca la fracción antes señalada, ya que va a hacer valer 

los rea.irsos que crea convenientes y algo que prOaJraré siempre es que la justicia sea 

pronta y expedHa ya que como representante que es de la sociedad tendré Ingerencia 

a todos los negocios que la propia ley detennlne. 

40.• Op. Cll P6g.117. 
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4. t. JUEZ DE DISTRITO. 

De aamrdo a lo ell1ablecldo por et articulo 51 de la Ley Orgmllca del Poder 

Judicial de la Federación, los jueces de Dis1rlto en Materia penal va a conocer a grandes 

rasgos de: 

1.- De loe delltoe del orden federal, procedlmlentoa de axtradlcl6n, ulvo 

los qua aa dlapo11Gan an loe tntadoe lntemllClonal•, contra Rtoe que 
lmpclftan pellgro la vida, o cu•lqulera da loe pravletoe por al articulo 

22 Conalltuclonal. 

Lo qua podrá hacer como Juez de Amparo o como Juez Instructor. 

Como Juez Instructor estará obligado a llevar a cabo un prooedlmlen10 penal en 
el que previamente debe existir una denuncie, acusación o querella, realizada ante el 

Ministerio Pllblloo, quien buscará las pruebas o Indicios que acredtten o hagan presumir 

una responsabilidad, consecuentemente ejercita acción penal ante el Juez correspon­

diente, esto es librar la correspondiente onlen de aprehensión, o comparecencia a fin de 

que se logre la presentación del Indiciado, o bien una segunda fonna, que teniendo los 

elementos necesarios que acredtten la presunta responsabilidad del sujeto lo ponga a 

disposición Inmediata del Juez COIT8spondlente, quien sujetará al Indiciado a termino 

constitucional donde resolverá su sltUación jurfdlca. 

Ahora bien, como Juez de Amparo es el competente para conocer de los juicios 

de amparo Indirectos, estos de acuerdo al articulo 49 de la Ley de Ampan>, deberml ser 

mexicanos por nacimiento, en pleno uso de sus derechos, con titulo de licenciado en 

Dereálo, tener buena conducta, tres años en el ejercicio prolestonal y mayores de treinta 

años. 
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ES10s lunclonar1os serán designados funcionando la Suprema Corte en pleno, lo 

que de acuerdo a cada uno de los circuitos dlstrlbuldos a los largo de nuestra República 

conocerán de los delitos del orden federal, también de los actos que estén dentro de la 

hipótesis que establece el artlculo 103 y 107 Constitucionales, de acuerdo al So. capitulo 

de la ley en comento en la que se establecen las funciones que debe desempeñar el 

titular de un trlbunal federal, obS91Vamos que estos tendrán una materia para conocer 

en especial, ejemplo de ello lo encontramos en el Distrito Federal en donde existen 

Jueces de Distrito especializados en materia clvll, trabajo, administrativo y penal, 

existiendo como consecuencia de esto los Tribunales Colegiados especializados, a 

diferencia de lo que sucede en algunos otros Estados de nuestro basto territorio, toda 

vez que salvo en las fronteras y algunos Estados centrales encontramos los juzgados 

mixtos, llamados de esta forma por que uno solo conocerá de todas las materias, 

ejemplo vivo de esto lo encontramos en el Estado de México donde de acuerdo a la 

densa población de esta entidad los siete juzgados existentes, conocen de todas las 

materias y se puede decir que un 80% de los juicios de amparo que se promuevan en 

eslos juzgados son en materia panal, siendo un 70% lo que corresponde a los llamados 

juicios de garenttas contra orden de aprehensión, toda vez que encontramos los mal 

llamados administrativos, que como se menciona en capltulos anteriores son las mal 

llamadas ordenea de lnveaUg.clón y el resto son contra la verdadera orden de 

aprehensión fundada y motivada por un Juez sea de primera Instancia o un Juez Federal 

y que reúne aparentemente los requisitos establecidos por el articulo 16 Constitucional 

y 195 del Código Federal de Procedimientos Penales en el caso de los delitos del orden 

Federal 

Ahora bien el Juez de Distrito como autoridad que es en el amparo esta obligado 

a admitir la demanda de garanUas siempre y cuando no fuera Improcedente, dar la 

participación que legalmente le corresponde al agente del Ministerio Público Federal y 

en determinado momento a suplir la deficiencia de la queja, pero solo en los Juicios o 

materias que la propia ley determina, a aceptar todas las pruebas que ofreciese el 

quejoso siempre y cuando no vaya contra derecho y a recabar las mismas que no estén 
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dentro del llmtte del quejoso y que fueran necesarias para demostrar la lnconstltuciona­

lldad del acto reciamado, solicitando a las autoridades, señaladas como responsables 

brindar sus Informes previos y justificados dentro del término que la propia Ley establece, 

en los articulo 131 y 149, pues el primero de estos artículos establece que deberá 

rendirse dentro del término de 24 horas y el segundo de los ya establecidos señala que 

el multlcitado Informe deberá ser rendido dentro de los 5 dlas siguientes a la admisión 

de la demanda. 

En otro rubro es bueno señalar la responsabilidad de estas autoridades cuando 

dentro del juicio de garantías no se suspende el acto reciamado máxime tratándose de 

los previstos por el artículo 22 Constltucional, y se lleven a cabo los mismos, la 

desobediencia de las autoridades responsables en cuanto a dar cumplimiento a las 

ejewtorlas dictadas por el Juez de amparo, asl como también la responsabllldad de este 

último al no dictar un auto de término consUlucional dentro de las 72 horas, cuando hace 

el papel del Juez Instructor, pues si bien es cierto que en este sentido la persona se • 

encuentra reciulda y el director del centro carcelarlo no tiene conocimiento del auto que 

se haya dictado este esta en obligación de dejarlo en libertad siempre y cuando no se 

encuentre a disposición de autoridad diversa, aciarando que después de las 72 horas el 

juzgador cuenta con tres horas más para Informarle al reo su sHuación jurídica, de no 

hacerto asl el propio juzgador lncurrtrá en vlolación de garantlas pues estarla llevando 

a cabo un acto de privación de la libertad, en este respecto Intuyó que la Ley de 

Responsabllldad de los Servidores Públicos no esta acorde a les necesidades y 

sHuaciones de la vida diaria, por que ¿por qué solo se menciona la destnución e 

lnhabllHación del funcionario?, bueno pero como este no es el tema del presente trabajo 

corresponderla hacer por aparte el respectivo estudio. 

Siguiendo con el tema del Juez de Distrito, puedo decir que para este es de gran 

Importancia la medHación que se hizo durante el proceso para Influir en su ánimo y dicte 

la resolución correspondiente, ya que mediante el recorrido cronológloo que haga de las 

manifestaciones que obran en el expediente, puede fácilmente aplicar sus conocimientos 
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jurídicos en base al Derecho y a la Justicia; del mismo modo, esta constancia puede 

servir para determinar con facilidad si la conclusión del Juez es equivocada. 

Sobre el encadenamle.nto de las premisas presentadas al Juez durante el proceso, 

este debe considerar a tales como meras consideraciones de las partes, sin que esto 

lnftuya en su estrlcla misión de Impartir justicia, ya que por mucho que se quiera Influir 

en el sentimiento del Juez, ninguno debe ofVldar su rectitud ni su severidad en la 

aplicación del Derecho, ni olvidarse de los principios fundamentales de la justicia. 

Se dice que toda sentencia, puede resumirse en esquema, a un slloglsmo , el cual 

trae consigo la lógica y por ende , la forma en que el juzgado deberá resolver el fondo 

del asunto, más en diversas ocasiones algunos jueces, se salen de lo establecido por el 

silogismo, varia lo establecido en el orden en que se debe de estudiar cada caso, 

tomando en consideración algunas etapas del proceso sin que necesariamente, sean 

analizados primeramente las premisas lnlclales y con posterioridad lo més antlgüo. 

Todo esto, no esta del todo mal, ya que por la diversidad de casos y su slmllltud 

entre estos, es ventajoso para el Juez, ya que de algún modo tiene en mente cada 

asunto y su meditación extralaboral, le permite una mayor ciencia sobre cada asunto y 

por lo tanto, una mejor solución. Por otra parte resulta en ocasiones una desventaja para 

alguna de las partes, ya que el sentimiento del Juzgador juega un papel muy Importante 

en la resolución de los negocios a su cargo. 

la lógica usada por el Juez, no resulta del todo sencilla, ya que a diferencia del 

abogado, que ya sus premisas van con toda la confianza y seguridad que es el respaldo 

por el Interés de su diente, el Juez, debe esclarecer sus premisas, aplicar su 

conocimiento y sobre todo aplicar su Intuición de justicia. 

En ocasiones el Juez, oonlla en sensibilidad y moral para la correcta solución de 

los asuntos que se le plantean, dejando en segundo término el silogismo jurídico, y por 
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lo tanto piensan que su actividad no amerita de demostraciones racionales, pero para el 

Juez, no debe ser tan Importante enoontrar los argumentos para saber cual es la decisión 

Justa, sino tener la Intuición sugerida por la conciencia de tomar la decisión. Por ello, el 
Juez debe tener, en cierto grado la habilidad del abogado para reemplazar la decisión 
tomada en base a su conciencia. 

Cuando lo anterior no resulta y el Juez emite un fallo equivocado y convencido de 
esto, podemos concluir que el Juez motiva y llega a decidir mal, y como todo ser humano 

se equivoca. 

Ahora bien el Juez de Distrito observa ciertas conduelas de trato para con las 
partes del proceso, podemos citar entre otras las siguientes: 

El buen Juez, pone el mismo escrúpulo para Juzgar todas las causas, aún las més 
humildes, sabe que no existen pequeños ni grandes pleitos, por qua la JuSllcla no es 

como aquellos venenos de los que cierta medicina aflrma que tomados en grandes dosis 

matan, pero tomados en dosis pequeñas curan. 

La Justicia envenena, aun en dosis pequeñas. 

Puede el dormir de un Juez, mientras que el abogado habla parecer falta de 
educación, pero el sueño en muchu ocasiones, es un hAbll expediente con que el Juez 

defiende a las partes de los errores de su defensor. 

El Juez no tiene el deber de comprender; es el abogado, quien 1lene el deber de 
haoersa comprender. De los dos, al que esta sentado eaperando, es el Juoz; quien esta 
de ple y debe moverse y aproximarse aún espiritualmente, es el abogado, por lo que el 
abogado que se queJa de no ser comprendido por el Juez, censura no al Juez. sino asl 

mismo. 
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El abogado debe estimar la Interrupción del Juez por que le acreditan que este no 

peJteneoe Inerte y extraño a su discurso. La burla més maligna que un Juez puede hacer 

a su abogado, es dejar de hablar sin Interrumpirla cuando se da cuenta de que dice 

cosas lnlltlles y perjudiciales a la defensa que sostiene. 

Dentro de la discreción, se hace una comparación del proceso con un campo de 

gimnasia en donde, el Magistrado hace las veces de arbitrio en donde este anota los 

puntos y controla las reglas del Juego, pero que actualmente, en todos los juicios, 

enunciando que aún los civiles (dándome la Impresión que a este tipo de procesos les 

resta Importancia), la !unción del Estado es donde se concluye que la Justicia n una 

cossaerls. 
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4.2. JUICIOS DE GARAN11AS. 

Como ha quedado establecido el Ju1c:1o de garantías o de amparo es la mejor 

defensa que tiene el ciudadano por contrarrestar las acciones de las auto!ldades, y por 

medio del rual se tu1elan laS garantlas in<lvlduales otofgadas en la Constitución, así 

como la competencia de que gozan las autoridades, competencia otorgada por leyes y 

reglamentos que por ende van a derlvar de la Ley Suprema, esto viene a ocasionar un 

medio de control al que las autoridades deben quedar compelidas. 

Ahora bien, los propios artíaAos 103 y 107 de la CaJ1a Magna eS1ableoen los 

lineamentos por los ruales el procedimiento de amparo sea directo o Indirecto se va a 

regir, del primero de los mencionados conocerá la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación y los Tribunales Colegiados de ctrailto y del amparo Indirecto los juzgados de 

dlstrlto. 

Por lo tanto, es un tanto cuanto dificil concep!Uar el fuk::lo de garantlas, pero sin 

embargo, bajo mi partJwlar punto de vts1a es la lnstltucl6n que tiene por objeto proteger 

a un partlaJtar en contra de los actos de las autoridades, que violen directamenle en un 

ciudadano las garantlas que le otorga la Ley Suprema del Pala y la• Leyes que de este 

emanan, y algo más que se viole el respeto que existen entre tos estados y la propia 

Federación, esta entendida como sujeto de Derecho y obllgaclOnes. 

El juicio que nos ocupa siempre ser6 promovido por la vla de acción, pues solo 

va a tnc;umblr al partlcular, quien es el que va a sufrir o ha SUlrldo el agravio, el· que 

siempre será personal y directo y que lo va a afeáar en su esfera de acción, juicio que· 

se va a llevar a cabo ante los únicos órganos que para ello !acuna la Ley de Amparo 

reglamentarla de los artla.1tos diados con antelad6n. 
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.f.2.1. AMPARO DIRECTO. 

Aespeclo de este jutclo, su prooedenda Ja encontramos marcada en el articulo 

107 Constitucional fracción V, V1y158 de la Ley de Amparo que a groso modo dice que 

el Juicio de amparo procederé en contra de las sentencias deftnltlvas, laUdos o resolUdo· 

nes que pongan lln a un juicio, dictados por los tribunales Judiciales, administrativos y del 

trabajo y respeclo de los cuales no exista ningún recurso ordinario que los puede 

modlftcar o revocar y que la vlolaclón a la que hace relerencla se realice durante el 

procedimiento y alec:te Ja esfera jurldlca del quejoso. 

Como conaecuencla de ello tenemos que el acto sobre el cual versará este Juicio 

deberá ser una sentencia definitiva, de conformidad con la jurisprudencia número 262, 

visible a páginas 439 octava parte del Apéndice del Semanario Judicial de la Federación 

1917-1985, bajo el rubro SENTENCIA DERNITIVA, debiendo entender por esta la que 

define un jutclo en lo principal y respecto de fa que no procede ningún recurso ordinario 

que la pueda modlflcar, por lo tanto su procedencia es: 

1.- Cuando el acto reclamado sea una sentencia cMI, morcantll o penal; 

2.- Un laUdo arbhral definitivo en un caso laboral; 

3.- Por vlolaclón a un procedimiento siempre y cuándo en la resolución se 

aleda al sujeto que promueva el amparo; y, 

4.- La resolución que ponga lln al procedimiento. 

Se consideran violaciones al procedimiento la taha de emplazamiento que 

encuadre en cualquiera de las hipótesis planteadas por el articulo 159 de la Ley de 

Amparo. 
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Como se dijo anterfonnente son órganos competentes para conocer de este tipo 

de Juicio el Tribunal Colegiado de Clrcutto y la Suprema Corte de Justicia, esta úlllma 

se compone de acuerdo al articulo 20., de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal de 

21 Ministros numerarlos y 5 supernumerarios, funcionando en pleno o salas, en el pleno 

son numerarlos y las resoluciones que se dicten serán por mayorfa de votos aprobadas; 

las salas son 4, organizadas en penal, administrativo, clvll y laboral u obrero e Integradas 

por 5 ministros en donde las resoluciones que se tomen serán aprobadas por 4 

miembros de la sala, fungiendo en cada una de ellas un presidente elegido por los 

miembros de la misma por un año y auxiliados por un Secretarlo de estudio y cuenta, 

Secretarlo de acuerdo, Subsecretarios de acuerdos, Secretarlos auxlllares y actuarlos. 

Por su parte los Tribunales Colegiados de ClrcuHo se componen de tres 

magistrados, un secretarlo de acuerdos, secretarlos auxlllares y actuarlos, las 

resoluciones que se emHan serán por unanimidad de votos y conocerán de los casos 

propios de su materia y especlallzaclón, exceptuando en este caso cuando sean mixtos. 

Asl mismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuanta con la facuHad da 

atracción concedida por la fracción V, del artlallo 105 ConstHuclonal y 182 de la Ley da 

Amparo, donde plr.sma los lineamentos para poder conooer de amparo directo en contra 
de sentencias daflnHlvas o vlolaclones al procedlmlanto. 

Por otra parte, aste juiciosa substancia anta los Tribunales Colegiados de Circuito, 

con la excepción hacha con anterioridad la que puede ser de oficio o mediación dal 

ProaJrador General de la República, cuando sea de oftclo remHlrá los autos en un plazo 

de 15 dlas a la Suprema Corta da Justicia y notificará a las partes, y cuando sea el 

propio tribunal quien lo sollclta a la Corte esta resolverá en 30 dlas si se avoca o no al 

oonoclmlanto del asunto. 
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Ahora bien, debe hacerse notar que la demanda será presentadá ante la autoridad 

responsable quien decidirá sobre la suspensión del acto que se reclama y rendir a la vez 

su Informe justlllcado. 

La suspensión del acto reclamado se ajustará al contenido de los artlculos 107 

Constttuclonal y 170 de la Ley de Amparo, si es sentencia que prive de la libertad, el 

quejoso quedará a disposición del Tribunal Colegiado por mediación de la autoridad 

responsable con la facultad de otorgar libertad provisional si procediese, siendo 

sentencias clvlfes, laboral o administrativa esta se concederá si el quejoso otorga las 

garantfas por los daños y perjuicios que se llegasen a causar al tercero perjudicado, aqul 

cabe señalar la jurisprudencia número 209, visible en el Apéndice 1975, Octava parte, 

Pleno y Salas, consuhable bajo el titulo: SUSPENSION FIANZA PARA 
LA MONTo.1 41 1 

41.• Pip.343y344. 
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11.2.2. EL AMPARO INDIRECTO. 

Este recurso solo prooederé ante los jueces de Dfstrtto de acuerdo a lo estipulado 

por el numeral 107 tracción VII y XII, del máximo Ordenamiento L.egal Federal, el articulo 

114 y 115 de la Ley de Amparo, este recurso procederá contra actos que se realicen 

durante el juicio ya conciuldo o por que afecten Intereses de personas ajena a él, por 

leyes o actos admlnlstraUvos y la tracción XII a la que se ha hecho referencia dice que 

cuando se wlneren las garantfas legalmente constituidas en los artfculos 16, 19 y 20 de 

la ConsUtución, siendo los requisitos paia una orden de aprehensión o una privación de 

la libertad por més de 72 horas sin que se haya resuelto sobre la situación jurfdlca y 
violación al procedimiento penal e Incluso por la sola entrada en vigor de una Ley, 

Reglamento o Tratado, y se cause un daño. 

En este tipo de ampaio la autorldad competente lo será un Juez de Distrito en 

razón de territorio, como lo establece el artfculo 36 de la Ley de AmpBIO y de acuerdo 
a lo establecido por et artfculo 42 de la Ley en comento, será competente para conocer 

contra acto de un Juez Federal otro de la mlsme categorfa dentro del mismo circuito o 

del circuito més Inmediato, dentro del Tribunal Unitario de Circuito a que pertenezca 

dicho Juez. 

A este respecto cabe señalar algunas tesis de Jurisprudencias dictadas por el 

méxlmo orden jurlsdlcclonal de nuestro pals, entra las que destacan las siguientes: 

1.- COMPETENCIA DE LOS JUECES DE DISTillTO, EN EL AMPARO. Vlslble 

en la página 694, del apéndice del Semanario Juddal de la Federación, 

1917-1988, segunda parte, Salas y Tesis Comunes; de laque se Interpreta 

que si el acto redamado ya fUe ejecutado la autoridad competente para 

conocer del mismo seré la del lugar de ejeaJción. 
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2.- COMPETENCIA DEBE DE DECIDIRSE EN FAVOR DEL JUEZ EN CUYA 

JURISDICCION RESIDA LA AUTORIDAD SEIÍIALADA COMO ORDENA­

DORA CUANDO SE RECLAMAN OMISIONES. Vlslble a las páginas 719 

y 720 de la obra citada; de la qua resulta que se menciona que el compe­

tente será aquel Juez en donde tenga residencie le autoridad ordenadora. 

3.· COMPETENCIA EN AMPARO CONTRA ORDEN DE APREHENSION. 

Observable en le página 35 del Informe de labores de 1988, segunde parte, 

Primera sale, de este se desprende que será competente pera reconocer 

del acto reclamado, el Tribunal que radique dentro de la jurisdicción terrlto­

riel de le autoridad que sea omisa el rendir su Informe con justificación. 

4.- COMPETENCIA DE AMPARO. INFORME NEGATIVO DE AUTORIDADES. 

LB que se encuentra en la página 700 del Apéndice del Semanario Judicial 

de la Federación 1917· 1988, segunda parte, Salas y Tesis Comunes, tesis 

jurisprudenclel 410, de la que se entiende que será competente el Juez de 

Distrito del lugar en que las autoridades hayan aceptado el acto reclamado 

como cierto o hayan sido omisas el mismo. 

5.- COMPETENCIA DE AMPARO. TRATANDOSE DE ORDENES DE APRE­

HENSION. Página 701, de le obra ye citada, ba)o el número 413, en esta 

según su Interpretación será competente el Tribunal donde se trate de eje­

cutar el acto reclamado. 

11.• COMPETENCIA, PARA DETERMINARLA ES INTRASCENDENTE EL LU· 

OAR DONDE SE FIRME LA DEMANDA DE AMPARO.Página 38, del 

Informe laboral citado oon antelación, del que se desprende que no es sufl 

ciente el que el quejoso haya suscrito la demanda en un lugar donde no cita 

a autoridades responsables ordenadoras del mismo lugar. 

P6g. 85 



De acuerdo a lo anterior se llega a la concluslón que no Importa el lugar 
donde se firme la demanda o el domicilio del que¡oso sino que va a versar 

sobre el lugar donde tenga ejeCUClón el o loa actos reclamados, o bien 

bastará con que exista una sola autoridad ordenadora que radique fuera del 

domicilio o lugar de residencia del quejoso para que sea competente el trt­
bunal federal donde ésta última resida. 
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4.3. DE L.A SUSPENSION PROVISIONAL. 

Es1a tiene por objeto mantener las cosas en el estado en que se enaJ&ntren al 

momento de solicitar al amparo y evitar asl su consumación y qua en cons8aJ8ncia se 

causa un grava perjuicio o daño al quejoso, debiendo aciarar qua la daba solicitar el 

promoventa del amparo en su asalto o bien otorgarla al Juez como una facultad que la 

propia Lay la confiere y sl al caso lo amerita. 

Ahora bien a diferencia da lo qua se establece al momento de otorgar la 

suspensión provisional en un juicio de amparo promovido en contra de aetos da 

autoridades admlnlstraUvas y.i qua astas carecen do la !acunad que otorga al articulo 16 

Conslltudonal como por ejemplo, agentes del Ministerio Público, procuradores y 

subprocuradores y algunas mtls de es1as caracterlsUcas, ya que as1a facultad solo la 

tienen concebida las autortdades judiciales, entendiendo por estas a los jueces da 

primera Instancia en materia penal o al propio Juez de dlstrtto, en los casos persegulbles 

por al orden federal, ya qua al momento de otorgar la suspensión al Juez solicite del 

quejoso otorgue una gerantla para que esta surte electo, pero en algunos otros casos 

no se fijá geranlla, ahora bien tomando en consideración que al Juez da acuerdo a la 

!acunad dlsaecional que la propia Lay la conoade puede no fijar garantía y hacerlo a 

partir da un número determinado de autoridades, ejemplo ciara de asto es que en 

algunos trtbunalas se ftja garantla a partir de tres autoridades administrativas y en las 

judiciales cuando aparece aunque sea un Juez, toda vez qua al quejoso en el juicio qua 

nos ocupa, hace mal uso del l'llCUrso, pues más que sollcllar el amparo en contra de una 

orden de aprehensión lo hacen confundiendo a esta con una orden de comparecencia 

o de Investigación, dado que estas no ponen en peligro la llbarted del sujeto, en asta 

orden de Ideas se debe de establecer un atterlo único qua sea al qua utllice en todos 

los juzgados de dlstrtto saan mixtos o especiales en materia penal en toda la Rapúbllca, 

pues dado que no as una orden da aprehensión propiamente dicha y que de asta Upo 

da juicios están llenos los juzgados y los Interesados y sus abogados solo se presentan 

al momento en qua les as entregada la suspensión provisional y jamas se vuelvan a 
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Interesar sobre el asunto, se deberla de llevar a cabo el que a partir de que el 

promovente del amparo señale tres autoridades admlnlstrBllvas, se le fije una garantía 

para que pueda surtir efectos la suspensión y también otorgarle el ténnlno de 24 horas 

para que se presente ante la requlrlente y 24 horas más para que demuestre ante el 

Juez de amparo que cumplió oon las prevenciones e Incluso si no se le fija alguna 

garantía habrla que obligarlo y apercibirlo que de no dar cumplimiento a lo ordenado en 

la suspensión provlslooal, se hará aaeedor a una muHa, y si exhibió garantía hacerla 

efecllva a favor de la federación y en caso de que no se halla presentado a la audiencia 

Incidental y constttuclonal y si otorgó garantía hacerla efectiva, además de que deberá 

presentarse el día que el propio juzgado establezca a firmar en un libro de oontrol que 

para tal efecto se abrirá y dejará de hacerlo una vez que su expediente haya causado 

ejecutoria, pues de no hacerlo así se seguirán promoviendo juicios de amparo de este 

tipo y por su parte el quejoso de-moatrar6 que solo le Importa en su momento la 

suspensión provisional conoedlda, pues nunca más se llega a enterar del fallo que recayó 

al mismo. 
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4.3.1. A PETIC/ON DE PARTE 

En este tipo de suspensión no obstante que el agraviado la sollclla en su escrito 

de demanda quien decide si la otorga o no es el Juez de amparo una vez que haya 

realizado un estudio sobre la demanda y se observa hasta que grado le puede 
perjudicar o le perjudica la ejewclón del acto reclamado, ya que es subjetivo y toca a la 

autoridad que conozca dol amparo el decidir si la concede o no. 

Al conceder la suspensión el Juez procurará dejar las cosas en el estado que 
guardan al momento de la solicitud de amparo y si existiera un tercer perjudicado( que 

por regla general no se da o se Ignora en el caso concreto de la orden de aprehensión) 

el quejoso tendrá que otorgar una garantla para reparar el posible daño que se cause 

oon la suspensión o bien se hace para que el amparista no se substraiga de la acción 

de la justicia, esta suspensión tendrá electo hasta que se resuelva sobre el principal. 

Al demandar al amparo y la protección da la justlcla federal como se dijo con 

antelación si al quejoso solicita la suspensión provisional del acto reclamado, por ser da 

suma Importancia, ya que asta da por medio la libertad da una persona, El Juez deberá 

de concederla y quedar el promovanta del amparo a dlsposlcl6n de esta en aJanto a su 

libertad y a disposición del Juez de la causa por la qua haca al seguimiento del 

p¡ocedlmlenlo. 

Ahora bien para conceder la suspensión provlsk>nal en contra de actos qua se le 

reclaman a un Juez, el Juez de amparo deberá SOllcltar al quejoso una garantla, para el 

efaclo de que surta electos la suspensión provisional concedida y por otlll parte evitar 

que 1111 substraiga de la aoáón de la )uslk:la, además deberá requerir al quejoso para que 

dentro de las 24 horas siguientes de cumpllmlento a las prevenciones que se la 
establezcan en dicha suspensl6n, esto es, que deberá presentarse ante la autoridad 

responsable o responsables solO ordenadoras para la práctica de las diligencias que 
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aquellas asumen convenientes, lo que puede ser desde una declaración preparatoria o 
alguna otra dlllgencla de carácter Judicial. 

En aste caso se deberá establecer un solo criterio respecto del término para 

presentarse ante las autoridades ordenadoras que más serla ante el Juez que .conozca 

de la causa, pues algunos tribunales establecen 72 horas, ahora bien por que no 
establecerlo directamente en la Ley de Amparo que sean solo 24 horas, asl se lograrla 
unlflcar criterios pues si bien so requiere a las autoridades para que al momento de 
rendir los Informes previos manlflesten si se presentó o no el quejoso a la practica de las 

dlllganclas, y dentro de la misma suspensión apercibirlo que da no cumplir con lo 
ordenado por al Juez de Amparo no surtirá electos la suspensión concedida, además de 

que si no demuestra haberse presentado anta la autoridad ordenadora antes de ta 

celebración da la audiencia Incidental y si otorgó alguna garanlla, asta se hará efectiva 
en el momento de fallar sobre la definitiva en favor de la Federación, y para evitar que 
se haga un mal uso del amparo el promovente deberá presentarse cada semana en el 
dla que establezca et Juzgado para firmar en un libro tal y como lo hacen las personas 
que gozan del beneficio de la libertad provisional bajo caución en los procesos panales, 

hasta en tanto se resuelve sobra et amparo sollcllado. 
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4.3.2. DE OFICIO 

La suspensión de oficio procederá siempre que se reclamen actos del anlculo 22 

Constllucfonal,más aún cuando el acto que reclama Je ocasionó ~rdklas Irreparables en 

el goce de garantlas Individuales al promovente del amparo; en materia agraria cuando 

traÍga la po!rdlda de bienes del núcleo de población. 

Cuando saa el quejoso quien sollclte la suspensión será decretado de 

conformidad en el articulo 124 de Ja Ley de Ja Materia siempre y cuando no se cause un 

daño al lmerés general ni vaya centra el orden político y Jos actos Je ocasionen un daño 

dlllcll de reparar a este quejoso. 

Tamblán esta suspensión Ja podrá sollcltar un tercero siempre y cuando pruebe 

el Interés que Uene para que se suspenda Ja ejecución del aClo. 

La suspensión deberá sollc:Harse en el asalto de demanda o en un momento 

posterior cuando no se haya dlCIBdo aún sentencia, entonces el Juez de Amparo que 

conozca de esta puede o no otorgar dicha suspensión, surUendo efeelos hasta que se 

resuelva el Incidente donde de acuerdo al con1anldo y tánnlnos del Informe previo se 

neganl o ooncadani la suspensión definitiva yen últlma Instancia al declarar ejecutoriada 

la resolución o la sen1encla del principal se declararé sin materia el fallo del Incidente si 

se concedió la definitiva oomo ya se ha dldlo. 

Por lo tanto la suspensión de oficio a que se hace referencia en el artículo 132 

da Ja Ley de Amparo trata de Impedir los atentados que la autoridad responsable 

pretende llevar acabo respeclo a Ja vida, etc., y la fraoclón JI harla que al consumarse 

dlc:ho acio sería más que Jmposlble reatltulr al quejoso en el goce da la garantla vlolada 

wando esta no sea en dinero. Esto as que Ja demanda contenga en si misma y se 

advierta en Ja clara ejecución del acto reclamado lo que Jmpllque Ja privación de una 
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garantía, decralani eruonc:ea la suspensión de oficio aíudkla dado que 18 lrata de actos 
Inherentes a la persona. 

La suspensión de onao es írrevoc:eble, no prooeda ningún nlQJrBO pues no se 

tramttó ningún Incidente por lo tanto el Juez de Amparo debe pedir a los reaponsables 
un Informe el que deberá rendir en un término de 24 horas, en el que 18 hará saber la 

sttuadón jurldlca de ra persona y surtirá efecto esta sttuadón hasta que 18 resuelva 

sobre la definitiva. 
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4.4. LA SUPLENCIA DE LA QUEJA 

En pr1ndpto la suplencia de la queja es el medio o facultad que tiene el juzgador 

para corregir la falta o carencia de algo y su Imperfección por lo tanto esto equivale a 

complementar o perfeccionar lo que esta lnc0mpleto de la demanda de amparo, además 

esta suplencia versará únicamente sobre los agravios teniendo por objetivo revocar una 

resolución Impugnada, este recurso opera principal y mayormente en la materia dvll 

parclalmente cuando se trata de leyes declaradas lnconstltudonales por la Suprema 

Corte de Justicia o los quejosos sean menores de edad o Incapacitados, en materia 

laboral cuando de los conceptos de vtolaclón se observe que el quejoso es el trabajador. 

En materia penal operará dlsaedonalmente y por (lltlmo en materia agraria 

siempre y cuando el quejoso sea un núcleo de poblaclón, un comunero o un ejldatario. 

El maestro Ignacio Burgoa,141 >señala al respecto que: 

Al .upllr la d9flclancla da la queja lmpllca no uNrae a loa c:cincaptoa de 

vlcl11clón cxpue:ito:i a la demanda de amparo, sino que para conceder al 

quajoao la protección federal, el 6rg1no da control puede h1cer valer otlclo­

umenta cualquier llclo lnconetltuclonal de loa ectoe reclemadoa. 

Ahora bien, a par11r de las reformas realizadas a la Ley de Amparo Publicadas en 

el Diario Oflclal de la Federación el 20 de mayo de 1986, es obligación de los Tribunales 

Federales suplir la deficiencia de la que carezca la demanda de amparo o de los 

agra.vtos, toda vez que con anterioridad estas no eran obligatorias sino facultativas. 

Da acuerdo• lo anterior el artlculo 76 bis mandona en su lraoclón VI, que la 
suplencla de la queja operara\ cuando haya habido en contra del quejoso recurrente una 

.... Op. Cit. 311. P6g. 21111. 
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violación manlftesta que lo haya dejado sin defensa, en otras palabras puedo decir que 

un claro ejemplo da esto se da en materia clvll o laboral, Ql8ndo hay una falla de 

notificación que viene a causar daño a los Intereses del quejoso. 

Una vez entendido que fUllfon estos aspectos cabe mencionar que la suplencla 

de la queja no operará nunca en contra de las autoridades responsables, ni del Ministerio 

PObllco Federal. 

Este recurso opllfarli siempre y cuando la demanda de amparo no este afectada 

de algunas de las causas de Improcedencia, pues el fin del jUlclo de amparo siempre es 

conceder al quejoso la protección de la Justicia Fedllfal. 

Lo anterior no quiere decir que se lacutte a la autoridad que conozca de la 

demanda de garantlas a pasar por lllto alguna de la causas de Improcedencia o a 

ampliar los conceptos de vlolaclón. 
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lf.5. EL 11/NISTER/0 PUBLICO FEDERAL. 

El Ministerio Público tiene su origen en Francia, pues a esta es a la que 

corresponde el honor de Implantar la lnstltUclón, que luego se extendió a Alemania y 

peso sucesivamente e los países más civilizados del mundo como: El Ministerio Público, 

representante de los grandes valores morales, sociales y materiales del Estado desde 

entonces el Ministerio Público según diversas legislaciones Uene el monopolio exclusivo 

de la eoclón penal. 

Como ya dijimos anteriormente fue e Francia a quien le corresponde el honor de 

realizar ten dorado sueño y ver nacer le Institución del Ministerio Público con los 

ProaJreurs du Rol de le monarquía francesa del siglo XIV, el proaJredor del Rey se 

encargaba del procedimiento, y el abogado del Rey se encargaba del lllfglo en todos los 

negocios que Interesaban el Rey. Durante le monarquía el Ministerio Público no asume 

la calidad de representante dol poder ejecutivo ante el podar judicial ya qua es Imposible 

hablar de une división de poderes. 

Es con la revolUclón Francesa con las que se hacen cambios notables en le 

Institución pues de Semenbra en Comunlsselres du Rol que eran entonces los que se 

encargaban de promover la acción penal y de la ejecución y Accusateurs publics, que 

sostenlan la acusación en el debate. El Imperio de Napoleón le otorgó al Ministerio 

Público una organización jerálqulce dependiente del poder ejecutivo por ley del 20 de 

abrll de 1810. 

EL MINISTERIO PUBLICO EN llEX/CO. 

Su organización la encontramos principalmente en la Recopllaclón de Indias del 

15 de OCIUbra de 1828 y 1632, en donde se ordenaba: Ea volunt•d qu• en Clld• u1111 

de In r•1le1 •udlencl11 de Llm1 y M6xlco h•y•n do1 flac•ln, que el m6a anUgDo 

alrve la plaza, en todo lo clvll y el otro en lo crlmln1I. 
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Constitucionalmente se ordenaba a los Cortes fijar el número de magistrados que 

habrlan de componer el Tribunal Supremo, hoy Suprema Corte de Justicia; por decreto 
del 9 de octubre de 1812, se onlenaba que la audiencia de MéXICO tuviera dos fiscales 

y en 1822 se redujo a solo dos magistrados propletar1os y un ftscal. 

La Constitución de 1824 estableció el Ministro Fiscal de la Suprema Corte de 

Justicia (art.124), equiparando su dignidad a la de los Ministros y dándoles el carácter 

de Inamovibles se establecen los fiscales en los Tribunales de Circuito. 

Por la Ley del 14 de lebrero de 1828 se reconoce la necesldad de la Intervención 

del Ministerio Público o Fiscal en las causas afmlnales que Interesen a la Federación y 

de los conflictos de jurisdicción para entablar el recurso de la competencia; haciendo 

necesaria la presencia de este funcionario en las visitas carcelar1as que se haclan 

semanalmente. 

Las siete leyes de 1836 del sistema centralista en México y en Ja Ley del 23 de 

mayo de 1837 se establece un fiscal adscrtto a la Suprema Corte. 

En el México Independiente se establece un Ministerio Fiscal en la Ley Lares bajo 

el régimen de Antonio López de Santa-Anna en cuya Ley establece as( mismo su 

organización en las categorlas de Ministerio Público que quedaban al Ubre nombramiento 

del Presidente de la República, a este Ministerio Fiscal le corresponde promover la 

observancia de las leyes, defender a la nación en razón de bienes, derechos o acciones, 

parte en los juicios civiles, Intervenir en los plellos y causas que Interese a las 
demarcaciones, pueblos y establedmlenloa públicos dependientes del gobierno, asl como· 

a las causas afmlnales y promover cuanto sea necesario, para la pronta admlnls1reclón 

de justicia, acusar a los delincuentes, etc. 
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En 1869, Benito Juárez, expide la Ley de Jurados en donde se establecen tres 
procuradores a los que por primera vez se les llama Ministerio Público eran Indepen­
dientes entl9 si y estaban desvinculados de la parte clvll. 

En 1880 se promulga el prtmer Código de Procedimientos Penales donde se 

establece la organización del Ministerio pllblloo se le asigna la función de promover y 

auxiliar a la administración de justicia en sus dllerentes ramas. En 1894 se expide el 
segundo Código de Procedimientos Penales y se amplia la Intervención en el proceso, 
ya que el Ministerio Público es establecido oomo miembro de la Pollcla Judlcla: y corno 
auxiliar en la administración de Jusllcla. 

En 1891 Partirlo Diez expide la primera Ley Orgánica del Ministerio Públloo y lo 

establece como parte en el juicio Interviniendo en los asuntos en que se afecta el Interés 

pllbllco y el de los Incapacitados y el ejercicio de la acción penal de la que ea tltUlar, y 

a cuya cabeza se encuentra et Procurador de Justicia. 

Tennlnada la revolución se da como proyecto lo que ahora conocemos como 
articulo 21 Constltuelonal , en donde se le da Intervención al Ministerio Públlco del fuero 

oornún y la ayuda que le brinda la pollcla judicial. El artlculo 102 nos habla entonces, del 
mlnlsterto Público del fuero Federal y de lo que le corresponderá conocer y este articulo 

en el constttuyente de Querétaro lue aprobado sin mayores discusiones, lo que no 
sucedió con el 21. Fue hasta el año de 1919 cuando se expiden las leyes Orgánicas del 
Ministerio Público Federal y Fuero Común y se le establece como el único deposltarto 
de la acción penal. Esta lnstttuelr)n tiene como )ele al Procurador de Justicia de los 

Estados, del Distrito federal o bien del General de la Repúbllca para et Ministerio Público 
federal. 

A partir de 1974 las leyes oorrespondlentes ya no se reilaren al Mlnlsterto Público 

como lnstltuelón que lleva la función persecutorla sino a las Procuradurlas que son las 
que desampeftan las funcionas múltiples, como la persecucl6n de los delttos. 
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Asl, también encontrarnos a un Ministerio Público Miiitar establecido por el Código 

de juslfcla Militar, el 28 de agosto de 1933, la Constttucl6n no habla de este Ministerio 

Público pero se Inflare su necesidad de ICU8rdo al articulo 13 al frente se encuentra el 

Procurador de Justlcla Militar y su estructuraelón es samejante al fedelal o oomún. 

Ahora bien, la constitución de 1917 establecló una doble lunc::lón del Ministerio 

Público: como lltular de la acción penal y como jefe de la pollcfa judlclal. 

La constitución de 1857, farulteba a la pollcfa judlclal corno una Institución del 

Ministerio Público pero de manera exclusiva no, pues tenla que estar en contacto con 

la administración de justicia. 

El Ministerio Público tomó el papel de mero lntennedlarlo entre el comisario que 

era el que realmente hacia las lnve:;tlgaclones y el Juez que era el que rernltfa las actas 

levantadas por el comisario. 

La pollcla judlclal es el medio preparatorio al ejercicio posterior a la acción penal 

por parte del agente del Ministerio y en 1934 de acuerdo con la Ley Orgénlca se Cl8B 

el departamento de averiguación previa, la farultad de pollcfa judlclal es ejercida por el 

Ministerio Público ante si mismo y tiene por objeto llenar los requisitos exigidos por el 

artlrulo 1·a Consllluclonal. El Código de ProcecHmlentos Penales señala a las dlllgenclas 

practlcadas por el Ministerio Público un valor probatorio pleno y sin embargo llmtta en 

fonna notable los casos en que una Pfllllba tiene valor probatorio pleno y entre ellas no 

Incluye las dlllgenclas practicadas por el representante social. 
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LAS FUNCIONES DEL MINISTERIO PUBUCO 

En esta caso es necesario hacer una división de les funciones del Ministerio 

Público, ya que nuestra legislación ha otorgado a esta Institución una variedad de 

funciones en diferentes campos jurldlcos. 

Asf en materia penal, nuestra Conslltución en su artlculo 21 establece que la 

persecución de los delltos Incumbe al Ministerio Público y a la poli el a judicial, siendo esta 

una de las principales funciones del Ministerio Público, ya que esta función es de Interés 

social, y para que el ministerio Públlco pueda realizar esta función es necesario que se 

facllllen a dicha Institución los medios legales pera que esta pueda llevar a cabo las 

persecución de los delHos, por lo que el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal en su articulo 20., faculta exclusivamente al Mlnlsterto Públlco el ejercicio 

de la acción penal, y es aqul en donde muchos autores no están de acuerdo con esa 

excluslvldad y le dan el calificativo de monopollo por lo que estos autores estarlan de 

acuerdo en que esta facultad accionadora deberla compartirse ya sea con los 

partfculares ofendidos o con un grupo de Interés revestido de una personalldad jurtdlca 

detennlnada ya que en caso de que el Ministerio Públlco se abstenga de ejercitar dicha 

acción la parte ofendida y en tal caso la sociedad se encontrarfan en estado de 

Indefensión pues· existe la tesis relacionada que establece que cu1ndo el Mlnl1terlo 

Público H niega • ejercitar 111 acción penal resulta Improcedente el juicio de 

111r1nll11. 

Ahora bien dentro del procedimiento penal el Ministerio Público tiene que realizar 

otras funciones no menos Importantes que las señaladas con anterioridad, tales como 

aportar pruebas a la autoridad judicial, pera que la responsabilidad presunta se convierta 

en ntsponaabllldad plena que permita al Juez apllcar la pena correspondiente. 
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Terminado el periodo lnstructorlo el Ministerio Público tiene que realizar otra 
Importante función que es la de formular sus conclusiones, las aialas pueden ser 

acusatorias o absolutorias. 

En cuanto a esta función existe una gran aillca para el caso de que las 

conclusiones sean absolutorias pues como lo establece el Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal como el Código Federal de Procedimientos Penales que 

c:uando las conclusiones sean no acusatorias se remitirán los autos al Procurador 

General de Justicia para que las modifique o confirme, y si a pesar de ello son no 

acusatorias, el Juez sobreseerá el asunto, poniendo el libertad al procesado; y de esta 

manera la autoridad Judicial se ve limitada para Imponer una pena que exclusivamente 

le corresponde a ella. 

Las funciones del Ministerio Público se extienden en materia de amparo, y puede 

Intervenir en este juicio en cuanto a: 

•) Como quejoao.· Esto es a través del Proairador General de la República 

que en su carácter de representante de la federación 

esta facuhado para ejercitar la acción de amparo 

cuando la federación se ve afectada en su patrimonio. 

b) Como tercero perjudlcedo.· Esto es que en el caso de concederse el 

amparo a un quejoso, se pueden afectar los Intereses 

patrimoniales de la federación, esta Intervención es 

también a través del Procurador general de la 

República. 

e) De Igual forma el Ministerio público puede Intervenir el juicio de amparo 

como autoridad responsable. 
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d) Y finalmente el Ministerio Público debe Intervenir como vlgllante de la 

constitucionalidad y legalldad en los procesos de amparo. 

Finalmente y como conclusión el Ministerio público como organización esta 

plasmada constitucionalmente en el articulo 102 y se menciona asl, por que los que sean 

parte de ella serán nombrados y removidos por el ejecutivo teniendo como jefe Inmediato 

al Procurador General de la República que será el consejero jurldlco del gobierno, esta 

organización se rige por la Ley Orgánica propia de la Institución. 

En cuanto a esto, el numeral antes Invocado pone de manifiesto las atribuciones 

que le competen a este órgano entre las cuales destacan las siguientes: 

1.· La persecución ante los tribunales de todos los delitos del orden federal; 

2.- Sollcttar las ordenes de aprehensión o comparecencia en oontre de los 

Inculpados; 

3.- Buscar y presentar las pruebas que demuestren la responsabllidad de los 

anteriores; 

4.- Hacer que los juicios se sigan oon toda regularidad para la pronta 

administración de justicia; 

5.- Pedir la aplicaclón de las penas; 

e.- Intervenir en todos los asuntos que la propia Ley le Infiere. 

De acuerdo a lo anterior esta autoridad tiene como fin especlfloo delender los 

Intereses sociales o del estado dentro del Juicio de amparo, tiene como fin primordial 
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vlgllar la observancia del orden cons1ttudonal popugnar por el execto aJmpllmlenlo de 

los preceptos constltudonales que consagran las garantlas Individuales y establecen el 

régimen de oompetencia entre los estados y la federación. 

En el juicio de amparo le competen todos los actos procesales Inherentes a la 

actlvldad de las partes a diferencia de la materia penal en la que Uene todos los 

derechos para Intervenir pero esto se debe a su calidad de parta y como parte que es 

dentro del juicio de amparo, puede Interponer los raaJraos previstos por la Ley y ejercitar 

los actos procesales que aean convenientes, ya que de acuerdo a la fracción IV del 

artlculo So. de la Ley de Amparo, esta autoridad esta leghlmada, como parte en el juicio 

que nos OOJpa para hacer valer los recursos que aean convenientes como la revisión, 

reclamación o queja y el juzgado debe tomar en consideración los pedimentos que 

formule e Incluso debe examinar las causales de Improcedencia que llegaré a plantear. 

Por lo tanto el Ministerio Público Federal es una Institución que se encarga de 

tramhar la administración de justicia en el orden federal, para p!OCUrar la persecudón,ln­

vesUgación y represión de los delhos de competencia federal, y defender los Intereses 

de la federación ante la suprema Corte de Jus1lcla de la Nación, Tribunales Colegiados 

y Jueces de Dlstr1to, por ser parte y representante del Gobierno y depender directamente 

del Proalrador G~ de la Rapllbllca. 
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CAPITULO V. 

CONCLUSIONES. 



Con la exposlélón que se ha hecho durante el desarrollo del preseme trabajo y de 
acuerdo a lo que se realiza cotidianamente llego a las siguientes conclusiones: 

1.- Se debe devolver a nuestro juicio de amparo el valor que hace mucho 

tiempo ya no tiene, pues si bien es cierto qu·a dentro de la orden de 

aprehensión luera de procedimiento se violan las garantlas de legalidad, 
seguridad y libertad otorgada por la propia Constitución, también lo es que 
el juicio de amparo viene a ser el mejor Instrumento que el gobernado llene 

para actuar en contra de los actos de algunas autoridades ya que se 
confunde una orden de Investigación con una verdadera orden de aprehen· 
slón en donde la autoridad !acuitada es solamente un Juez y es por eso 
mismo que diariamente la mayorla de los amparos que se promueven en 

un juzgado de Distrito es en contra de los actos que se presumen fueron 

emitidos por autoridades administrativas, lo que trae como consecuencia 
que al ser resueltos en deflnltlva se sobresean dado que las autoridades 
señaladas como responsables niegan el acto que se les reclama. 

Ahora bien, se habla de valor por que muchas de las veces se hace uso 

de este juicio como una forma de retrasar un asunto en cuanto a trámite 
por lo tanto se hace más larga una Investigación, que desde mi particular 

punto de vista puede ser más perjudicial en un momento determinado para 
el propio quejoso, por que en lugar de terminarlo en corto tiempo se alarga 

perjudlcandolo en cuanto a !lempo y hasta en su eoonomla. 

Para que no resulten Infructuosas este tipo de demanda serla conveniente 
que las Procuradurlas proporcionen una lista con el nombre de las personas 

que tengan pendiente alguna orden de aprehensión para que el Juzgado 

en el momento de otorgar una suspensión provlslanal de las actos que se 

reclaman flJa una caución que obligue al sollcllanle del amparo a 
presentarse ante el Juez de la causa a rendir su declaración preparatoria 
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o llevar a cabo las dlllgenclas correspondientes, lo que traerá como conse­

cuencia un cambio de sttueclón jurldlca y ocasionará un sobreseimiento de 

acuerdo a lo establecido por el articulo 74, fracción IV, de la Ley de Ampa­

ro, pero en el caso de no acatar las ordenes del Juez de amparo y no tener 

Información por parte de la responsable dentro del término de 24 horas, 

procederá mandar a ser electiva en favor de la federación de garantla 

otorgada por el quejoso para que surtiera electo la suspensión provisional, 

y evitar asl de alguna manera que los Individuos promuevan más de un 

juicio de amparo, cuando ya existe uno en el que no se dio cumplimiento 

al momento de otorgar la suspensión. 

2.- Cuando se tenga conocimiento de que existe una orden de aprehensión 

dictada por autoridad competente, en este caso un Juez y esta sea 

Informada por los agentes Investigadores, se promoverá entonces un juicio 

de garantlas en donde el quejoso deberá exhibir una copla del ollclo por el 

que se ordena su presentación ante las autoridades requlrlentes, copla que 

deberán dejar en el domicilio del quejoso los referidos Investigadores, en 

caso de que no se encuentre en el momento al que sea requerido, entonces 

estaremos en el caso planteado con anterlorldad en la que el Juez buscará 

en las listes proporcionadas por la procuraduria si existe algo en contra de 

la persona que promueve el juicio. 

3.- Cuando se trate de una Investigación mal llamada y confundida como orden 
de •prehen•16n, librada por autorldad administrativa, pues se considera 

como orden de aprehensión fuera de procedimiento, estas se deberán haoer 

por medio de un cltatorlo firmado por el Agente del Mlnlsterlo Público que 

se encuentre a cargo de la Investigación, pero sin que esta se convierta en 

el momento de la comparecencia del sujeto en un acto privativo de libertad, 

debiendo Instruir a los agentes policiacos para que no confundan una orden 

de aprehensión con una de Investigación, salvo que se sorprenda al sujeto 
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en flagrante delito como lo estableoe el propio 1111fculo 16 Cons11tuclonel y 

que el momento de llevarlo a cabo no se llegue a la prepotencia C8111cterls­

tlca de este tipo de lnsUtuclones, en caso de que asl sea, se Impondrá res­
ponsabilidad judicial el comandan te y el jefe de grupo pero consistente en 

la desUtuelón del cargo e lnhabUltaclón para desempeñar algún cargo o 

comisión de les mismas caracterlsticas. 

4. Cuando se promueva juicio de garantlas en contra de una orden de 

aprehensión dentro del procedimiento o bien por que eXlste una orden de 

Investigación, esta se deberá realizar únlc8 y exclusivamente ante el Juez 

Federal del lugar en donde se trate de ejecutar el acto reclamado o bien 
el Jugar de residencia del quejoso, en el caso de que no eXlstlera Juez de 

Distrito en el lugar de residencia del quejoso, este se promoverá ante el 

juzgado de Distrito más cercano, lo que Implica tamblán una reforma el 

articulo 36 de la Ley de Amparo. 

5. Crear un libro donde acudan a firmar Jos quejosos a quienes se les otorgue 

la suspensión proVlslonal en los casos en que eXlsta una orden de aptehen 

•l6n Mlmlnl•t,.tlv., la que en realidad será orden de Investigación, para 

eVltar que la persona solo se presente a recoger dicha suspensión y no 

haga el Intento por saber en que sentido se falló su asunto, lo que permitirá 

auXlliar por otro lado a la labor Investigadora del Agente del Ministerio 

Público, dado que la mayorla de este tipo de jUlclos sa sobreseo por la 
negativa del acto que hacen las autoridades, por lo que el quejoso solo va 

en aste una forma para que los agentes Investigadores ni> lo molesten. 
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